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Resumen 

 
El presente trabajo pretende abordar los esfuerzos internacionales encaminados a la 

persecución y lucha contra el tráfico de estupefacientes por vía marítima, la cooperación entre 

estados y los instrumentos jurídicos para llevarlos a cabo, así como los organismos públicos 

que efectúan estos esfuerzos.  

El problema que suscita el tráfico de estupefacientes en la sociedad es ampliamente conocido, 

desde las graves consecuencias sanitarias asociadas al consumo de estas sustancias por el ser 

humano, al problema de la economía sumergida que genera este millonario negocio, muchas 

veces utilizada para otros fines ilícitos. Nuestro país es una de las principales vías de acceso de 

este tipo de sustancias a la Unión Europea y el medio marítimo es el medio tradicional más 

utilizado para su introducción. Por ello, España es uno de los países a nivel mundial que más 

esfuerzos y medios destina a luchar contra este tipo de tráficos y es participe de los principales 

acuerdos y tratados internacionales de cooperación en este ámbito. 

 

Abstract  
 

This paper tries to approach the international efforts directed to the pursuit and fight against 

the traffic of narcotics for sea route, the cooperation between States and the juridical 

instruments to carry out them, as well as the public organisms that execute these efforts. 

The problem that provokes the traffic of narcotics in the society it is common knowledge, from 

the serious sanitary consequences associated with the consumption of these substances for 

people, to the problem of the black economy that generate this millionaire business, often 

used for other illicit purposes. Our country is one of the main ways of entrance from this type 

of substances to the European Union and the maritime way is the traditional way most used 

for his introduction. For it, Spain is one of the countries worldwide that more efforts and aids 

destines to fight against this type of traffics and to be a participant of the principal 

international agreements of cooperation in this area. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas es uno de los actos ilícitos que más ha 

aumentado en los últimos años en nuestro país. Algunos autores y medios de comunicación 

achacan este incremento a la duración de la crisis económica que estamos sufriendo 

actualmente en Europa y que muchas personas se abocan a este ilícito negocio como una 

solución rápida para obtener importantes ingresos. Según datos de la Agencia Tributaria y el 

Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales, la entrada de drogas hacia nuestro país se 

ha duplicado durante el año 2013, ver Tabla 1 y Tabla 2, y las incautaciones han aumentado 

como en el caso de la cocaína hasta en 117%, llegando casi a las 15 toneladas, o en el caso del 

hachís, aumentado un 27% llegando hasta las 140 toneladas incautadas con respecto a las 

mismas sustancias y al año 2012. A estos datos también se le deben aumentar los ofrecidos 

por otros organismos y cuerpos encargados de reprimir este tipo de actividades ilícitas. Todo 

ello nos da una visión de la magnitud de este negocio ilegal, el cual plantea unos problemas en 

nuestra sociedad ampliamente conocidos. Desde los riesgos para la salud asociados al 

consumo de estas sustancias y los gastos de desintoxicación y rehabilitación de las personas 

con dependencia a las mismas, hasta la enorme cantidad de millones que mueve el tráfico de 

estas sustancias en la economía sumergida. Ello se acentúa con la condición de que España es 

una de las principales vías de acceso de la droga a Europa, ver Ilustración 1, procedente 

principalmente de países productores como Sudamérica o Norte de África y que condiciona el 

asentamiento en nuestro país de grupos internacionales de Crimen Organizado1. 

En nuestro ordenamiento jurídico han existido y existen instrumentos legales para prevenir, 

perseguir y reprimir este tipo de delitos en nuestro territorio. Las leyes penales en nuestro país 

al igual que en el resto de países poseen una vigencia espacial limitada y determinan la 

territorialidad de aplicación de las mismas2. Conforme al Artículo 6 del Código Civil "las leyes 

penales, las de policía y las de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en territorio 

                                                           
1  Según los criterios establecidos por las normas de EUROPOL (Oficina Europea de Policía, órgano encargado de 
facilitar las operaciones contra la delincuencia  en el seno de la Unión Europea promoviendo la cooperación judicial 
Colaboración de más de dos personas 
Reparto específico de tareas 
Actuación prolongada o indefinida 
Uso de disciplina o control interno 
Comisión de delitos graves 
Actividad de ámbito Internacional 
Uso de la violencia 
Uso de estructuras económicas o comerciales 
Implicación en el blanqueo de capitales 
Uso de influencia sobre políticos, medios de comunicación, administración pública, autoridades judiciales o sobre la 
actividad económica (corrupción). 
Búsqueda de beneficios o poder 
Para que una asociación de delincuentes sea calificada como Grupo de Crimen Organizado tiene que cumplir 
obligatoriamente con las características establecidas en los indicadores 1, 3 ,5 y 11 y al menos con otro indicador 
más cualesquiera. Si no es así, se considerará como una asociación de de delincuentes. 
 
2  MOLINA FERNÁNDEZ, F. Introducción al Derecho Penal. Grado en Derecho y ADE Curso 2010-2011. 
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español"3. A su vez el artículo 23.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) establece que 

"en el orden de lo penal, corresponderá a la jurisdicción española el conocimiento de las causa 

por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves 

españolas, sin prejuicio de lo previsto en los tratados internacionales en lo que España sea 

parte"4. En esta última apreciación del legislador es en la que se basa principalmente la 

judicatura española para defender la Cooperación Española en el ámbito internacional contra 

los delitos de tráfico de drogas en el ámbito marítimo. El Código Penal de 19955 define los 

delitos y las faltas que constituyen los presupuestos para la aplicación de la pena criminal por 

la comisión de los actos definidos en dicha ley. Así en el Título III de la ley se recogen los 

Delitos Contra la Salud Pública y más concretamente en la nueva redacción de su artículo 3686, 

donde recoge que cometerán delito "los que ejecuten actos de cultivo, elaboración o tráfico, o 

de otro modo promuevan, favorezcan o faciliten el consumo ilegal de drogas tóxicas, 

estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines" y serán castigados  

"con las penas de prisión de tres a seis años y multa del tanto al triplo del valor de la droga 

objeto del delito si se tratare de sustancias o productos que causen grave daño a la salud, y de 

prisión de uno a tres años y multa del tanto al duplo en los demás casos". Estas penas podrán 

ser impuestas por tribunales en inferior grado cuando el hecho sea de escasa entidad o por 

circunstancias que atenúen la pena al culpable. Igualmente de la misma forma, cuando 

concurran las circunstancias recogidas en los artículos 369 a 370 de esta ley, se podrán 

imponer penas superiores en grado a las señaladas anteriormente en el artículo 368 y multa 

del tanto al cuádruplo. 

Los agravantes reflejados en la ley vienen muchas veces a colación en este tipo de delitos, ya 

que en numerosas ocasiones son cometidos por organizaciones delictivas, personas jurídicas7, 

jefes, encargados o administradores de la organización, que son sorprendidos   

flagrantemente8 durante la comisión del delito o  las cantidades de las sustancias objeto del 

delito son de notoria importancia. También como recoge el artículo 370 apartado tercero se 

                                                           
3   Aprobado por Real Decreto (R.D.) de 24 de Julio de 1889, publicado en GACETA el 25 de Julio de 1889. 
 
4  Ley Orgánica (L. O.) 6/1985 de 1 de Julio del Poder Judicial. Publicada en el Boletín Oficial del Estado (B.O.E.) 
número  157 de 2 de Julio de 1985 y modificada recientemente en su artículo 23 (Justicia Universal) por la L. O. 
1/2014 de 13 de Marzo B.O.E. número 63 de 14 de Marzo. 
 
5  Aprobado por L. O. 10/95 de 23 de Noviembre publicada en el B.O.E. número 281 de 24 de Noviembre de 1995 y 
modificada en sucesivas ocasiones mediante las correspondientes L. O.  2/2010 de 3 de Marzo, L. O. 5/2010 de 22 
de Junio y L. O. 3/2011 de 28 de Enero y que será nuevamente modificada cuando se apruebe la preceptiva Ley, tras 
su publicación en el B.O.E. después de la aprobación del Proyecto de Ley de Reforma del Código Penal, por parte del 
Consejo de Ministros el Viernes 20 de Septiembre de 2013. 
 
6  Redactado por el apartado centésimo cuarto del artículo único de la L. O. 5/2010, y vigente a partir del 23 de 
Diciembre de 2010 tras su publicación en el B.O.E. 
 
7   Sujeto con derechos y obligaciones que existe, no como individuo físico, sino como institución creada, eso sí, por 
uno o varios individuos físicos, para un determinado fin, con o sin ánimo de lucro. La utilización de una persona 
jurídica, representada en forma de empresa con una actividad aparentemente legal, como subterfugio o tapadera 
para la comisión de este tipo de delitos, es de uso habitual en el tráfico de drogas o en el blanqueo de los beneficios 
obtenidos con esta actividad ilícita. 
 
8  Delito flagrante o infraganti, es aquel delito que se descubre en el momento en que el delincuente lo está 
efectuando o llevando a cabo la comisión del mismo. 
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aumentará la pena cuando la conducta descrita en el artículo 368 fuese de extrema gravedad, 

además de la notoria importancia del alijo9, como en el caso de utilización de buques, 

embarcaciones o aeronaves, como medio de transporte específico, o se hayan llevado a cabo 

las conductas indicadas simulando operaciones de comercio internacional entre empresas, o 

se trate de redes internacionales dedicadas a este tipo de actividades.  

APREHENSIONES DE CANNABIS 2012 -2013  AGENCIA TRIBUTARIA 

 
Tabla 1-Cantidades en Kilogramos. Total Aprehendido y Total Aprehendido en la mar. Fuente Agencia Tributaria 

(AEAT) Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales (IIEE) 

APREHENSIONES DE COCAÍNA 2012-2013 AGENCIA TRIBUTARIA

 

Tabla 2-Cantidades en Kilogramos. Total Aprehendido y Total Aprehendido en la mar. Fuente Agencia Tributaria 
(AEAT) Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales (IIEE) 

Además de este importante instrumento jurídico para prevenir estas actividades ilícitas, en 

nuestro territorio contamos con otra normativa de igual rango que es la Ley de Contrabando10. 

                                                           
9  Se entiende por alijo: conjunto de mercancías cuyo tráfico no es legal y son intervenidas. 
10  Aprobada mediante L. O. 12/95 de 12 de Diciembre de Represión del Contrabando, publicada en el B.O.E. de 13 
de Diciembre 1995, y modificada parcialmente por la L. O. 6/2011 de 30 de Junio. 
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Esta ley tipifica tanto los delitos como las infracciones administrativas de contrabando, 

diferenciándose unas y otras por el valor de las mercancías objeto del mismo. Así se 

considerará infracción administrativa de contrabando, de acuerdo al Artículo 11 del Título II de 

esta ley11, que recoge la tipificación de las infracciones, cuando el valor de los bienes o 

mercancías, sea inferior a 150.000 euros, o si se tratase de géneros o efectos12, cuyo valor sea 

inferior a 50.000 euros. En el caso que este género sean labores del tabaco, el valor de las 

mismas no superará el valor de los 15.000 euros para que sea tipificado el acto ilícito como una 

infracción administrativa de contrabando. Las sanciones a las infracciones administrativas de 

contrabando se sancionarán y se graduarán de acuerdo al artículo 12 y 12 bis, 

respectivamente, de esta ley.  

Número de inacautaciones por países (izquierda) y proporción de 
incautaciones de drogas principales  (derecha) en 2011  
 

 

Ilustración 1-Incautaciones de drogas. Fuente Observatorio Europeo Sobre Drogas y Toxicomanía 2013 

En cuanto a los delitos de contrabando quedan tipificados en el artículo 2 del Título I de la ley. 

Dicho artículo refleja que cometerán delito las personas que realicen alguno de los hechos 

reflejados en los apartados del mismo cuando los valores de las mercancías o géneros superen 

                                                                                                                                                                          
 
11   Artículo 11 redactado por el apartado ocho del artículo primero de la L. O. 6/2011, de 30 de junio. 
 
12  Conforme al artículo 1 de la L. O. 12/95 de Represión del  Contrabando, donde quedan recogidas las definiciones 
a efectos de la presente Ley, en su apartado undécimo, define los géneros o efectos  estancados, como los artículos, 
productos o sustancias cuya producción, adquisición, distribución o cualquiera otra actividad concerniente a los 
mismos sea atribuida por ley al Estado con carácter de monopolio, así como las labores del tabaco y todos aquellos 
a los que por ley se otorgue dicha condición. 
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los valores umbral, vistos anteriormente, o se realicen una pluralidad de acciones cuyo valor 

aislado no alcance los límites establecidos pero en el conjunto de las mismas sí . No obstante, 

si nos atenemos a los actos ilícitos en los que se centra este Trabajo, el punto tercero del 

artículo 2 refleja que, con independencia del valor de los bienes, mercancías o géneros, 

cometen delito de contrabando quienes realicen los hechos descritos anteriormente, cuando 

el objeto del contrabando sean drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas, 

armas, explosivos, agentes biológicos o toxinas, sustancias químicas tóxicas y sus 

precursores13, o cualesquiera otros bienes cuya tenencia constituya delito, o cuando el 

contrabando se realice a través de una organización.  

Las penas derivadas de los delitos de contrabando se regulan en el artículo 3 de la ley14  .De la 

misma manera que lo hace el Código Penal, los que cometieren delito de contrabando serán 

castigados con las penas de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo del valor 

de los bienes, mercancías, géneros o efectos. También de acuerdo al artículo 5, toda pena que 

se impusiere por un delito de contrabando llevará consigo el comiso de las mercancías que 

constituyen el objeto del delito, los medios de transporte con los que se lleve a efecto la 

comisión del delito, siempre que no pertenezcan a un tercero que no tuviese nada que ver en 

la comisión del delito (caso común con medios de transporte alquilados para la comisión de  

los actos ilícitos) o el juez determine que la pena es desproporcionada en atención al valor del 

medio y de las mercancías. También se procederá al comiso de las ganancias obtenidas del 

delito, cualesquiera que sean las transformaciones que hubieran podido experimentar y los 

bienes o efectos que hayan servido como instrumento para su comisión15. 

También de la misma manera que recoge el Código Penal, la Ley de Contrabando, expone 

atenuantes y agravantes para aplicar la penalidad del contrabando, en su mitad inferior o 

superior según la manera en que se haya efectuado la comisión del delito, conforme al artículo 

3 de esta ley. 

Es importante resaltar que esta ley hace referencia, a diferencia del código penal, que se 

refiere a los delitos cometidos dentro del territorio, al contrabando realizado por la 
                                                           
13  Conforme al artículo 1 de la Ley 12/95, en su apartado decimoquinto, se entiende por precursores de drogas  las 
sustancias y productos susceptibles de ser utilizados en el cultivo, la producción o la fabricación de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas enumeradas en los cuadros I y II de la Convención de Naciones Unidas, 
hecha en Viena el 20 de diciembre de 1988, sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas y 
cualesquiera otros productos adicionados al mismo Convenio o en cualesquiera tratados o convenios 
internacionales sobre el mismo objeto suscritos por España. 
 
14   Artículo 3 redactado por el apartado tres del artículo primero de la L. O. 6/2011, de 30 de junio. 
 
15  Esta medida adoptada por la Ley de Contrabando fue muy acertada y aplaudida por diversos ámbitos de la 
sociedad tras la aprobación de la ley. Con ello, el legislador intenta privar a los grandes defraudadores y a sus 
testaferros (personas físicas o jurídicas que utilizan los delincuentes como pantalla u ocultación para sus actos 
ilícitos) de los bienes obtenidos por los actos ilícitos de contrabando. Se evita así el incremento de poder y de 
patrimonio de los mismos por estos actos y el posible blanqueo de las ganancias obtenidas por contrabando. Un 
caso muy  sonado en nuestro país de la aplicación de esta norma vino tras el conocido caso como "Operación 
Nécora" que desarrolló el Juez de la Audiencia Nacional, en los años 90, Baltasar Garzón.  Esta operación policial a 
gran escala contra el narcotráfico en Galicia, contribuyó a la detención del conocido narcotraficante Laureano 
Oubiña, a partir de las investigaciones realizadas por las Autoridades Judiciales tras la Operación "Mayo" el 12 de 
Junio de 1990. A partir de la Sentencia de la sala Penal del Tribunal Supremo (S.T.S.) del 25 de Febrero de 2004, se 
confirma, la Sentencia de la Audiencia Nacional, que decretaba en Enero de 2002 el comiso del Pazo Baión   
(Vilagarcía- Pontevedra), por suponer que este había sido obtenido a partir de las ganancias del narcotráfico, 
aunque figurasen de por medio, otras personas, además de Laureano Oubiña. 



Carlos Cabanas Oliveira 
 

~ 18 ~  
 

introducción mediante vía marítima de géneros clandestinamente. Así el artículo 2, recoge en 

su apartado uno letra g), que cometen delito de contrabando los que " Alijen o transborden de 

un buque clandestinamente cualquier clase de mercancías, géneros o efectos dentro de las 

aguas interiores o del mar territorial español o zona contigua, o en las circunstancias previstas 

por el artículo 11116 de la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CNUDMAR 

o UNCLOS 8217), hecha en Montego Bay, Jamaica, el 10 de diciembre de 1982". Aquí 

claramente el legislador introduce términos del derecho marítimo, como son las aguas 

territoriales españolas o donde España ejerce soberanía derechos soberanos y jurisdicción, 

además de hacer referencia a uno de los Instrumentos Jurídicos más importantes del Derecho 

del Mar, la Convención de Jamaica del 82. Todos estos aspectos legales serán los que se 

desarrollen ampliamente a lo largo de los siguientes temas. 

Vemos ahora que uno de los aspectos claves en la lucha contra el tráfico de drogas es evitar 

que estas entren en nuestro territorio y una de las principales vías de entrada de las mismas, 

es la vía marítima. Desde el Código Penal, se legisla este tipo de delitos que se cometen en 

nuestro territorio. Desde la Ley de Contrabando se penaliza en uno de sus apartados, la 

introducción por vía marítima y nos aproxima un poco con La CNUDMAR 82, que es uno de los 

pilares del Derecho Marítimo. Esta intención por parte del legislador es dar cabida dentro de 

nuestra normativa jurídica, a la sanción y penalidad de este tipo de acciones debido al 

incremento de las mismas. También trata de adecuar nuestro ordenamiento jurídico a la 

legislación internacional, y de esta forma a la Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico 

Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 198818, que había sido ratificado por 

España19. 

El incremento de este tipo de tráficos por vía marítima, además de su complejidad legal en 

este medio, es lo que despierta el interés en este trabajo. Como se ha podido observar en las 

gráficas de las Tabla 1 y Tabla 2, sobre las incautaciones realizadas en todo un año por la 

Agencia Tributaria, tanto de hachís como de cocaína, vemos que casi la mitad son realizadas en 

la mar. Esto confirma que una de las principales vías de entrada es la vía marítima. Esos datos 

también reflejan las incautaciones que se realizan en terminales de contenedores fuera del 

ámbito marítimo, pero reflejado dentro del total en la tabla. Esto, aunque la incautación no se 

haya realizado íntegramente en el mar, proviene de un método de introducción en el territorio 

por vía marítima, lo que da aún más claridad a la magnitud del problema de la entrada de 

drogas y sustancias psicotrópicas en nuestro país por esta vía. 

                                                           
16  Que refleja el Derecho de Persecución, conocido como "Hot Pursuit" o "Persecución en Caliente", para poder 
permitir a las Autoridades Ribereñas, la persecución de un buque extranjero fuera de las aguas donde el ribereño 
ejerce soberanía, si este ha cometido dentro de estas aguas una infracción a las leyes y reglamentos del Estado.  
Este aspecto es uno de los pilares en los que se asienta este trabajo, y su desarrollo y estudio, se expondrá en los 
sucesivos temas. 
 
17  Siglas de: United Nations Convention on the Law of the Sea, UNCLOS en inglés o Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar (Montego Bay 1982), conocida como CNUDMAR en castellano. 
 
18   El artículo 17 recoge la cooperación de las partes firmantes del convenio, para eliminar el tráfico ilícito por mar 
de sustancias estupefacientes, que es otro de los pilares del trabajo que se presentará en un capitulo posterior. 
 
19   Mediante instrumento de Ratificación publicado en el B.O.E. núm. 270, de 10 de Noviembre de 1990. 
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Uno de los motivos para las grandes cifras que se manejan en las incautaciones realizadas en 

operaciones marítimas, se debe principalmente a dos aspectos. Uno es el gran beneficio 

económico que se desprende de poder transportar grandes volúmenes de estas sustancias por 

este medio. Otro es la dificultad, tanto legal como operativa, de reprimir este tipo de tráficos 

en este ámbito, principalmente en Alta Mar20, que no está sometida a la jurisdicción de ningún 

estado, y que las operaciones marítimas de intervención en estas aguas son cuando menos 

complicadas y arriesgadas. Viene muy a colación sobre la dificultad del ámbito marítimo, una 

cita del Vicealmirante de la Armada Española, RUESTA BOTELLA, J. ANTONIO: "La mar, ella 

sola, transforma las cosas. Casi siempre las complica, las hace difíciles. Asuntos que 

aparentemente son sencillos, se transforman cuando los trasladamos al ámbito marítimo y se 

vuelven complejos. Se convierten en delicados cuando no peligrosos"21. 

En el caso de España hay que añadir, además de los aspectos comunes, la posición geográfica y 

estratégica que presenta para el tráfico marítimo con muy buena comunicación por esta vía 

con los países productores, ver Ilustración 2, además de albergar muchos kilómetros de costa 

con peculiaridades que facilitan la ejecución de estos actos ilícitos. Siendo por ello uno de los 

principales países receptores. 

En la Ilustración 2 se aprecian las más voluminosas aprehensiones de hachís en operaciones 

marítimas realizadas en el Mediterráneo durante el 2013. Puede comprobarse que todas ellas 

se han realizado en alta mar y que algunas de ellas se encuentran próximas a nuestras aguas 

jurisdiccionales, concretamente las 4 realizadas por Vigilancia Aduanera en el Mar de Alborán y 

la realizada por los Servicios Aduaneros Franceses entre Argelia y Formentera. A estas 

operaciones marítimas se deben sumar las 4 realizadas en medio del Atlántico, con la 

aprehensión de más de cinco toneladas de cocaína. Estas también fueron llevadas a cabo en 

alta mar, a muchas más millas de las costas españolas, aunque el destino final de la droga 

incautada eran nuestras costas, como se desprendió de las investigaciones.  

 

 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
20  Cuyo régimen jurídico se recoge en la parte VII de la Convención de Jamaica de 1982 (CNUDMAR 82), y en su 
artículo 87, expresa el principio de libertad del alta mar, abierta a todos los estados, con libertad de navegación 
principalmente. El artículo 89 releja la ilegitimidad de reivindicar soberanía sobre parte alguna del alta mar por 
cualquier estado. Ahí la controversia de reprimir las acciones delictivas en esta zona ya que los estados solo ejercen 
soberanía sobre sus aguas jurisdiccionales, o buque de su pabellón (bandera o nacionalidad), quedando 
íntegramente fuera de estas el alta mar, que será tratada más adelante. 
 
21 Publicada en el capítulo de Seguridad Marítima, del Cuaderno de Estrategia número 140, del Instituto de Estudios 
Estratégicos del Ministerio de Defensa. 
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Incautaciones de h achís durante el 2013 en el Mediterráneo  

 

Ilustración 2-Incautaciones de hachís en 2013 en el Mediterráneo. Fuente Agencia Tributaria (AEAT) 
Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales (IIEE) 

Estos datos reflejan la importancia que tienen las operaciones marítimas para evitar y reprimir 

este tipo de delitos. Los instrumentos jurídicos para definir, tipificar, penalizar e incluso 

delimitar la responsabilidad en la comisión de este tipo de delitos también están más o menos 

claros. Pero, ¿con qué mecanismos legales contamos para evitar que estas sustancias puedan 

acceder a las aguas jurisdiccionales españolas y, por ende, a nuestro territorio? De la misma 

manera vemos una internacionalización y profesionalización de los grupos de crimen 

organizado, con lo que se torna más complicada una lucha estatal individual, principalmente 

en estos espacios marítimos. ¿Qué acuerdos o jurisdicción permite la acción conjunta entre 

varios estados para la lucha marítima contra el tráfico de droga en la mar? ¿Con que 

instrumento legal cuenta un Estado para realizar una inspección o intervención sobre un 

buque que no es de su pabellón? Por tanto vemos que el marco legal cuando la comisión del 

delito lo trasladamos a la mar varía notablemente, más aún si este lo trasladamos a la alta mar 

en teoría sin jurisdicción. ¿Cuál es este marco legal y quiénes son los organismos y cuerpos del 

Estado, cuya función es la persecución y represión del tráfico ilícito de sustancias 

estupefacientes la mar? 

La intención de este trabajo es dar respuesta a estas y otra preguntas y arrojar un poco de luz 

sobre la legislación marítima aplicada a la lucha contra el tráfico de drogas por vía marítima. 
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1. PRESCRIPCIONES GENERALES DEL 
DERECHO MARÍTIMO NACIONAL E 

INTERNACIONAL. UNCLOS 82 
 

1.1 DERECHO INTERNACIONAL 
 

Dentro del Derecho del Mar existen dos ámbitos jurídicos diferentes pero íntimamente 

relacionados: el Derecho Marítimo Internacional y el Nacional. El primero es la base de todo el 

ordenamiento marítimo mundial, que es fuente principal de derecho del segundo, el cual viene 

a ratificar la normativa marítima internacional y desarrolla aquellos instrumentos jurídicos 

para las aguas soberanas del estado. 

El pilar básico del Derecho Marítimo Internacional, a día de hoy, es la Convención de las  

Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982 conocida internacionalmente por sus siglas 

en inglés UNCLOS: United Nations Conference on the Law of Sea, o por su acrónimo en 

castellano CNUDMAR. La I Conferencia de la Asamblea General de Naciones Unidas sobre 

Derecho del Mar se realizó a partir del informe de la Comisión de Derecho Internacional de 

Naciones Unidas. Esta Comisión realizó un estudio sobre el Régimen de las aguas territoriales y 

el Alta Mar. Mediante Resolución 1105 (XI) de 21 de Febrero de 1957, de la Asamblea General, 

se convoca a los Estados para participar en la I Conferencia de Naciones Unidas sobre Derecho 

del Mar celebrada en Ginebra, desde el día 24 de Febrero al 27 de Abril de 1958. En Esta 

Conferencia se adoptaron cuatro Convenios separados mediante Acta Final A/Conf. 13/L. 58 de 

la Asamblea: Convenio sobre el Mar Territorial y la Zona Contigua (entró en vigor el 10 de 

Septiembre de 1964), Convención sobre el Alta Mar (entró en vigor el 30 de Septiembre de 

1962), Convención sobre Pesca y Conservación de los Recursos Vivos de la Alta Mar (entró en 

vigor el 20 de Marzo de 1966) y la Convención sobre la Plataforma Continental22 (entró en 

vigor el 10 de Junio de 1964) 23. Además se adoptó un Protocolo de firma facultativo sobre 

jurisdicción obligatoria, para la solución de controversias que surgieran de la aplicación de la 

Convención de Ginebra que entró en vigor el 30 de Septiembre de 1962. 

La II Conferencia sobre el Derecho del Mar se Celebró en 1960 también en Ginebra (Suiza), 

para considerar los temas que no se habían tratado en la Conferencia de 1958. Esta 

                                                           
22  Conforme al artículo 1 del Convenio de Ginebra sobre la Plataforma Continental la expresión "plataforma 
continental" designa: a)el lecho del mar y el subsuelo de las zonas submarinas adyacentes a las costas pero situadas 
fuera de la zona del mar territorial, hasta una profundidad de 200 metros o más allá de este límite, hasta donde la 
profundidad de las aguas suprayacentes, permita la explotación de los recursos naturales de dichas zonas: b)el 
lecho del mar y el subsuelo de las regiones submarinas análogas, adyacentes a las costas de islas. 
 
23   El Mar Territorial y la Zona Contigua, así como la Zona Económica Exclusiva y la Alta Mar serán desarrollados en 
el presente capítulo. 
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Conferencia se celebró del 17 de Marzo al 26 de Abril de 1960, donde se adoptaron dos 

Resoluciones sobre la anchura del mar y la pesca en los límites territoriales, en el Acta final 

A/Conf. 19/L. 15 

La III Conferencia comenzó su andadura tras la Resolución de las Naciones Unidas 2340 (XXII) 

de 18 de Diciembre de 1967, en la que la Asamblea General estableció un Comité encargado 

de estudiar la utilización de los fondos marinos y oceánicos, fuera de las jurisdicciones 

nacionales de cada estado. Se realizaron una serie de sesiones y reuniones adicionales por el 

Comité de Investigación en años sucesivos. Una vez estudiados los informes, la Asamblea 

invitó a los Estados para celebrar una Conferencia sobre asuntos relacionados con el Derecho 

del Mar, mediante Resolución 3067 (XXXVIII) de 16 de Noviembre de 1973. En esta 

Conferencia participaron 160 países y se celebraron once sesiones entre 1973 y 1982. En estas 

sesiones se prepararon los textos de negociación de las Comisiones Principales de 

investigación, según los temas de estudio de cada una. Finalmente la Convención de Naciones 

Unidas de Derecho del Mar se adoptó de manera provisional, a reserva de cambios de 

redacción, en la 182ª sesión plenaria el 30 de Abril de 1982 en Nueva York tras nueve años de 

trabajo. El 10 de Diciembre de 1982 la Conferencia aprobó la Convención, que consta de 320 

artículos y 9 Anexos, mediante el Acta Final A/Conf. 62/122. Se abrió la firma de la misma, 

primero en el Ministerio de Asuntos Exteriores de Jamaica, en Montego Bay, desde el 10 de 

Diciembre de 1982. Luego se continuó con las firmas por los Estados adheridos al Convenio, en 

la sede de Naciones Unidas en Nueva York, a partir del 1 de Julio de 1983. Dicha Conferencia 

entró en vigor doce meses después de haberse depositado el sexagésimo instrumento de 

ratificación, conforme al artículo 308 de la Convención, el 16 de noviembre de 1994, ver Tabla 

3. Actualmente cuenta con 16624 países firmantes, siendo el instrumento internacional 

ratificado por un mayor número de Estados. Mediante la Resolución 48/293 de 28 de julio de 

1994, la Asamblea aprobó el Acuerdo relativo a la aplicación de la parte XI de la Convención, 

que trata de la explotación minera de los fondos oceánicos y consta de 10 artículos, siendo 

uno de los temas más difíciles a tratar. Por este motivo es por el que una gran potencia 

mundial como los EUA no ha firmado la Convención ni la ha ratificado, argumentando que el 

tratado era desfavorable para los intereses de seguridad y de América. Aunque se negó a 

firmar la Convención, debido a esta parte XI, expresó su acuerdo con las demás disposiciones. 

El Acuerdo relativo a la aplicación de la Parte XI entró en vigor el 28 de Julio de 1996. 

En la siguiente Tabla 3 se expone la lista cronológica de los países que ratificaron o se 

adhirieron a la Convención, desde la aprobación de esta, hasta que entró en vigor, un año 

después de la Ratificación del Estado número 60, Guyana, el 16 de noviembre de 1993, en 

conformidad con el artículo 30825 de la Convención. La fecha de ratificación no quiere decir 

que la firma de la Convención por parte del Estado fuese esa. La mayor parte de los estados 

que han ratificado la Convención, depositaron el Instrumento (firma), el mismo día 10 de 

Diciembre de 1982 en que se aprobó la Convención. Esta firma constituye una muestra de 

                                                           
24   A fecha 10 de Octubre de 2014. Fuente Naciones Unidas. División de Asuntos Oceánicos y Derecho del Mar. 
 
25   Entrada en vigor. 1. Esta Convención entrará en vigor 12 meses después de la fecha en que haya sido depositado 
el sexagésimo instrumento de ratificación o de adhesión. 2. Respecto de cada Estado que ratifique esta Convención o 
se adhiera a ella después de haber sido depositado el sexagésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la 
Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 1. 
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apoyo preliminar a la Convención. Firmar el instrumento no establece una obligación 

jurídicamente vinculante con el mismo, pero si actúa como indicador de que el Estado tiene 

intención de someter el tratado a un análisis nacional y tomar en consideración la ratificación. 

Dicha firma no obliga al Estado a avanzar hacia la ratificación, pero establece la obligación del 

mismo, a evitar cualquier acto que ponga en peligro los objetivos y propósitos del tratado, o de 

tomar medidas que lo debiliten.  

Lista Cronológica de las ratificaciones de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y sus grupos regionales 
y de las adhesiones y sucesiones a ella. 

Nº Fecha de Ratificación  Estado /Entidad Grupo Regional 

1 10 de Diciembre de 1982 Fiji Asia 

2 7 de Marzo de 1983 Zambia África 

3 18 de Marzo de 1983 México Am. Latina/Caribe 

4 21 de Marzo de 1983 Jamaica Am. Latina/Caribe 

5 18 de Abril de 1983 Namibia África 

6 7 de Junio de 1983 Ghana África 

7 29 de Julio de 1983 Bahamas Am. Latina/Caribe 

8 13 de Agosto de 1983 Belice Am. Latina/Caribe 

9 26 de Agosto de 1983 Egipto África 

10 26 de Marzo 1984 Côte d'Ivoire África 

11 8 de Mayo de 1984 Filipinas Asia 

12 22 de Mayo de 1984 Gambia África 

13 15 de Agosto de 1984 Cuba Am. Latina/Caribe 

14 25 de Octubre de 1984 Senegal África 

15 23 de Enero de 1985 Sudán África 

16 27 de Marzo de 1985 Santa Lucía Am. Latina/Caribe 

17 16 de Abril de 1985 Togo África 

18 24 de Abril de 1985 Túnez África 

19 30 de Mayo de 1985 Bahréin Asia 

20 21 de Junio de 1985 Islandia Europa Occ. y otros  

21 16 de Julio de 1985 Malí África 

22 30 de Julio de 1985 Iraq Asia 

23 6 de Septiembre de 1985 Guinea África 

24 30 de Septiembre de 1985 Rep. Unida de Tanzania África 

25 19 de Noviembre de 1985 Camerún África 

26 3 de Febrero de 1986 Indonesia Asia 

27 25 de Abril de 1986 Trinidad y Tobago Am. Latina/Caribe 

28 2 de Mayo de 1986 Kuwait Asia 

29 5 de Mayo de 1986 Yugoslavia Europa Oriental 

30 14 de Agosto de 1986 Nigeria África 

31 25 de Agosto de 1986 Guinea-Bissau África 

32 26 de Septiembre de 1986 Paraguay Am. Latina/Caribe 

33 21 de Julio de 1987 Yemen Asia 

34 10 de Agosto de 1987 Cabo Verde África 

35 3 de Noviembre de 1987 Sto. Tomé y Príncipe África 
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Nº Fecha de Ratificación Estado /Entidad  Grupo Regional 

36 12 de Diciembre de 1987 Chipre Asia 

37 22 de Diciembre de 1988 Brasil Am. Latina/Caribe 

38 2 de Febrero de 1989 Antigua y Barbuda Am. Latina/Caribe 

39 17 de Febrero de 1989 Zaire África 

40 2 de Marzo de 1989 Kenya África 

41 24 de Julio de 1989 Somalia África 

42 17 de Agosto de 1989 Omán Asia 

43 2 de Mayo de 1990 Botswana África 

44 9 de Noviembre de 1990 Uganda África 

45 5 de Diciembre de 1990 Angola África 

46 25 de Abril de 1991 Granada Am. Latina/Caribe 

47 29 de Abril de 1991 Micronesia(Ests.Federados) (1) Asia 

48 9 de Agosto de 1991 Islas Marshall  (1) Asia 

49 16 de Septiembre de 1991 Seychelles África 

50 8 de Octubre de 1991 Djibouti África 

51 24 de Octubre de 1991 Dominica Am. Latina/Caribe 

52 21 de Septiembre de 1992 Costa Rica Am. Latina/Caribe 

53 10 de Diciembre de 1992 Uruguay Am. Latina/Caribe 

54 7 de Enero de 1993 St. Kitts y Nevis Am. Latina/Caribe 

55 24 de Febrero de 1993 Zimbabwe África 

56 20 de Mayo de 1993 Malta Europa Occ. y otros  

57 1 de Octubre de 1993 San Vicente y las Granadinas Am. Latina/Caribe 

58 5 de Octubre de 1993 Honduras Am. Latina/Caribe 

59 12 de Octubre de 1993 Barbados Am. Latina/Caribe 

60 16 de Noviembre de 1993 Guyana Am. Latina/Caribe 

  
(1) Adhesión a la Convención 

  

Tabla 3- Ratificaciones CNUDMAR Jamaica 82 hasta entrada en vigor. Fuente Boletín del Derecho del Mar NⱤ 27 
de Junio de 1995 de la División de Asuntos Oceánicos y del Derecho del Mar. Oficina de Asuntos Legales de 

Naciones Unidas 

Por tanto la firma de la Convención difiere de su ratificación o adhesión. Ahí la diferencia de 

fechas entre que esta se aprueba y se deposita el Instrumento por parte de los Estados 

participantes en la Convención hasta que es ratificada y la misma entra en vigor. La 

Ratificación o Adhesión representa el compromiso jurídicamente vinculante, de acatar las 

disposiciones acordadas en la Convención. Aunque la adhesión tiene exactamente las mismas 

repercusiones jurídicas que la ratificación, los procedimientos son distintos. En el caso de la 

ratificación, el Estado primero firma el convenio y luego ratifica el tratado. El procedimiento de 

la adhesión comporta esta última medida, y no esta precedido del acto de la firma. Por ello 

existen Países que no han firmado el Convenio que posteriormente se han adherido a él, como 

es el caso de Alemania o Islas Marshall. De las misma manera, existen países que en su 

momento firmaron el Convenio para establecer que no desarrollarán impedimentos para la 

aplicación de las disposiciones del Convenio por los Estados que lo han ratificado, pero ellos   
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mismos no lo han ratificado. Este es el caso de Colombia o Libia que han firmado la Convención 

pero que todavía no la han ratificado26.  

Es importante destacar que existen Estados que son sustituidos por otros en las 

responsabilidades de las relaciones internacionales. Generalmente suelen ser Estados de 

reciente independencia que hacen una notificación de sucesión al Convenio o Tratado 

internacional, considerándose así como una parte del mismo. La fecha desde la que se 

consideran parte de él es aquella en que se ha producido la sucesión del Estado o la de la 

entrada en vigor del Convenio, si esta fecha es posterior.  

La Sucesión de Estados se encuentra regulada por la Convención de Viena sobre la Sucesión de 

Estados en materia de Tratados de 23 de Agosto de 1978, que entró en vigor el 6 de 

Noviembre de 1996. Un ejemplo reciente de Sucesión de Estados se produjo con la disolución 

de la Unión Soviética,27 el 26 de Diciembre de 1991, asumiendo La Federación Rusa (Rusia) sus 

derechos y obligaciones. No obstante "Rusia es ahora la parte de todo tratado en los que la 

antigua Unión Soviética fue una de las partes, y tiene los mismos derechos y obligaciones que 

la antigua Unión Soviética, excepto en la medida que los ajustes se requieran necesariamente, 

por ejemplo, para tener en cuenta el cambio en la extensión territorial. [...] La Federación Rusa 

continúa la personalidad jurídica de la ex Unión Soviética y por lo tanto no es un Estado sucesor 

en el sentido recién mencionado. Las otras ex repúblicas soviéticas28 son los Estados 

sucesores".29  También la disolución de la antigua Yugoslavia determinó la sucesión de los 

Estados que la formaban a los tratados y convenciones internacionales. Por ello, Estados como 

Eslovenia o Croacia han efectuado el acto de sucesión a la Convención. 

En lo referente a España, el Plenipotenciario 30 nombrado al efecto, firmó en Nueva York el 4 

de Diciembre de 1984 la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de 1982. El 

instrumento de ratificación se publicó en el B.O.E. número 39 de 14 de Febrero de 1997, 

entrando así en vigor para España en esta fecha, de conformidad con los artículos 308.1 y 

308.2 de la Convención31.   

                                                           
26   A fecha 10 de Octubre de 2014, según la última actualización de Naciones Unidas. 
 
27   Oficialmente denominada Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, formadas por 15 Repúblicas: 
 
28  Armenia, Azerbaiyán, Bielorrusia, Estonia, Georgia, Kazajstán, Kirguistán, Letonia, Lituania, Moldavia, Rusia, 
Tayikistán, Turkmenistán, Ucrania y Uzbekistán. 
 
29  United Kingdom Materials on International Law 1993, pp. 579 (636). The British Yearbook of International Law 
(B.Y.I.L.) Anuario Británico de Derecho Internacional. Vol. 64. New York 1994. I.S.B.N. 978-0-19-825447-8. 
 
30  Plenipotenciario, persona que envían los jefes de Estado a organizaciones o a otros Estado con plenos poderes 
para resolver asuntos. 
 
31  Artículo 308.1. Esta Convención entrará en vigor 12 meses después de la fecha en que haya sido depositado el 
sexagésimo instrumento de ratificación o de adhesión. Artículo 308.2. Respecto de cada Estado que ratifique esta 
Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el sexagésimo instrumento de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que tal Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o de adhesión, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 1. 
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De esta manera España se integró en la esfera internacional sobre Derecho Marítimo. 

Conforme al artículo 310 de la Convención32, España efectuó una declaración en el momento 

de la firma. En primer lugar se especifica en esta declaración que como miembro de la Unión 

Europea (Comunidad Europea en aquel momento), España le ha transferido competencias a la 

Comunidad Europea que se encuentran reguladas en la Convención y que en su debido tiempo 

se detallará cuáles son y la extensión de las mismas33. Todo ello para adecuarse a lo 

especificado en el Anexo IX, donde se  recoge  que Organizaciones Internacionales34 como la 

Comunidad Europea, pueden firmar la Convención y por tanto participar en ella, cuando la 

mayoría de sus estados sean signatarios de la misma. 

La Unión Europea fue la primera organización internacional en establecer una confirmación 

formal35 de la Convención el 1 de Abril de 1998. Según el artículo 2 del Anexo IX, la 

organización internacional hará una declaración en la que especificará las materias regidas por 

la Convención respecto de las cuales sus Estados miembros, que sean signatarios, le hayan 

transferido competencias, así como la índole y el alcance de ellas. En esta declaración la 

Comunidad Europea señala principalmente que los Estados miembros le han transferido 

competencias en relación con la gestión y conservación de recursos pesqueros36. Por lo tanto 

en lo relacionado con la pesca en la mar corresponde a la Comunidad adoptar normas y 

reglamentos que luego serán aplicados por los Estados miembros. También los Estados han 

transferido competencias para la conservación y preservación del medio marino. Con respecto 

a lo reflejado en la parte X de la Convención37, la Comunidad dispone de ciertas facultades 

para lograr la Unión Económica sobre la base de la Unión Aduanera. Igualmente, con respecto 

a las disposiciones de la parte XI,38 la Comunidad goza de competencias en materia de política 

comercial, incluido el control de las prácticas económicas injustas.  

                                                           
32  Artículo 310. Declaraciones y manifestaciones. El artículo 309 (No se podrán formular reservas ni excepciones a 
esta Convención, salvo las expresamente autorizadas por otros artículos de la Convención) no impedirá que un 
Estado, al firmar o ratificar esta Convención o adherirse a ella, haga declaraciones o manifestaciones, cualquiera 
que sea su enunciado o denominación, a fin de, entre otras cosas, armonizar su derecho interno con las disposiciones 
de la Convención, siempre que tales declaraciones o manifestaciones no tengan por objeto excluir o modificar los 
efectos jurídicos de las disposiciones de la Convención en su aplicación a ese Estado. 
 
33 La Comunidad Europea en la declaración efectuada cuando presentó su firma el 7 de Diciembre  de 1984, 
establece cuáles son las competencias y su alcance, así como el anexo que recoge los actos comunitarios que se 
refieren a las cuestiones regidas por la Convención y el Acuerdo. 
 
34 A los efectos del artículo 305 (quiénes pueden firmar la Convención) y del Anexo IX, se entiende por 
Organización Internacional, las Organizaciones Intergubernamentales constituidas por Estados que le hayan 
transferido competencias a la misma, en materias que se encuentren reguladas en la Convención, incluida la 
competencia de celebrar tratados por parte de la Organización Internacional  en relación a estas materias. 
 
35 La Confirmación Formal es el término utilizado en el Convenio para su ratificación por organismos 
internacionales, según el artículo 306 y 3 del Anexo IX. 
 
36  La declaración fue efectuada por España con la firma de la Convención el 7 de Diciembre de 1984. 
 
37  Parte X de la CNUDMAR 82. Derecho de Acceder al Mar y desde el Mar de los Estados sin Litoral y Libertad de 
Tránsito. 
 
38  Parte XI de la CNUDMAR 82. La Zona. La zona artículo 1 punto 1 apartado  1): por "Zona" se entiende los fondos 
marinos y oceánicos y su subsuelo fuera de los límites de la jurisdicción nacional. 
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En el momento de proceder a la ratificación, España también declaró que el acto de 

ratificación no se interpreta como reconocimiento de los derechos o situaciones relativas a los 

espacios marítimos de Gibraltar que no estén comprendidos en el artículo 10 del Tratado de 

Utrecht, de 13 de julio de 1713, por el que España cede la soberanía de Gibraltar a Gran 

Bretaña. España considera así mismo que la Resolución III de la Tercera Conferencia de las 

Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar no es aplicable al caso de la Colonia de Gibraltar, "la 

cual está sometida a un proceso de descolonización39 en el que son aplicables exclusivamente 

las resoluciones pertinentes adoptadas por la Asamblea General de la Organización de las 

Naciones Unidas". España también interpreta, debido a la importancia de los estrechos 

internacionales40 para el libre tránsito de buques por ellos y su control por parte de los estados 

ribereños y en el caso concreto de España al de Gibraltar, que lo establecido41 en la III 

Convención de Naciones Unidas sobre derecho del mar es compatible con el derecho del 

Estado ribereño a dictar y aplicar en los Estrechos utilizados para la navegación internacional 

sus propias reglamentaciones, siempre que ello no obstaculice el derecho de paso en tránsito. 

De la misma manera lo dispuesto en el artículo 22142 no priva al Estado ribereño de un 

estrecho utilizado para la navegación internacional, como el caso de España con el estrecho de 

Gibraltar, de las competencias que le reconoce el Derecho Internacional en materia de 

intervención en los casos de los accidentes a que hace referencia este artículo. De esta manera 

los Estados ribereños podrán adoptar medidas más allá de su mar territorial, que guarden 

proporción con el daño real o potencial, para proteger sus costas, en relación a los accidentes 

marítimos43 que provoquen contaminación. 

España también interpretó en la declaración efectuada en el instrumento de ratificación, que 

según los artículos 69 y 7044 de la Convención, las flotas de los Estados desarrollados sin litoral 

o en situación geográfica desventajosa tendrán acceso a la pesca en La Zona Económica 

Exclusiva (Z.E.E.)45.  Condicionada a que los Estados ribereños faciliten el acceso y las flotas de 

estos Estados hubieran venido pescando habitualmente en la Z.E.E. Tampoco se tomarán como 

discrecionales las facultades del Estado ribereño en cuanto a la determinación de las capturas 

permisibles, la capacidad de explotación y la asignación de excedentes a otros Estados. 

                                                           
39 La descolonización es el proceso mediante el cual una colonia considerada como territorio no autónomo 
(territorio dependiente que por mandato de la ONU debe ser objeto de un proceso de descolonización)  consigue su 
independencia de un poder colonial. 

 
40  A partir de una sentencia del 9 de Abril de 1949 del Tribunal Internacional de Justicia, en relación al Estrecho de 
Corfú entre Albania y Grecia, se considera estrecho internacional a todo paso que ponga en comunicación dos 
partes de la Alta Mar y que sea utilizado para la navegación internacional. Para ello debe tratarse de una vía 
internacional de navegación, como el caso de Gibraltar, y las aguas del mismo deben pertenecer al Mar Territorial 
de uno o más Estados. En nuestro caso sus aguas pertenecen al mar territorial de España y Marruecos. 
 
41 Parte III de la Convención; Estrechos utilizados para la Navegación Internacional. Paso en tránsito y paso 
Inocente. 
 
42   Medidas para evitar la contaminación resultante de accidentes marítimos. 
 
43   Se entiende por accidente marítimo: un abordaje, una varada u otro incidente de navegación o acontecimiento 
a bordo o en el exterior del buque resultando daños materiales o amenaza inminente de daños al buque o la carga. 
 
44   Derechos de los Estados sin litoral, art. 69 y Derecho de los Estados en situación geográfica desventajosa, art. 
70. 
 
45   Se describirá en un apartado a continuación. 
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Finalmente la parte más importante de la declaración es que de conformidad con el artículo 

287, Elección del Procedimiento: "Al firmar o ratificar esta Convención o al adherirse a ella, o 

en cualquier momento ulterior, los Estados podrán elegir libremente, mediante una declaración 

escrita, uno o varios de los medios siguientes para la solución de las controversias relativas a la 

interpretación o la aplicación de la Convención". De los tribunales y cortes reflejados en el 

artículo, España elige a la Corte Internacional de Justicia (CIJ)46 como medio para la solución de 

las controversias. De ahí que si existen controversias de la aplicación del derecho marítimo 

internacional en las operaciones o intervenciones marítimas, en los distintos espacios 

reflejados en esta Convención, y que se desarrollarán a continuación, será la CIJ la que decide, 

sin prejuicio de la intervención de otro Tribunal competente. También se verá como en ciertas 

zonas solo cabe la aplicación de la normativa estatal por tener el Ribereño plena soberanía en 

dichas aguas. 

1.1.1 ESPACIOS MARÍTIMOS. 
 
Es muy importante delimitar las diferentes zonas de navegación y espacios marítimos pues en 

ellos es donde se llevan a cabo los esfuerzos, tanto nacionales como internacionales, para 

prevenir el tráfico ilícito de drogas por vía marítima. Estos espacios tienen cada uno un 

régimen jurídico diferente y la normativa aplicable difiere de unos a otros. En la 

UNCLOS/CNUDMAR 82 se establecieron diferentes límites para determinar las directrices que 

rigen estos espacios marítimos. 

 

Ilustración 3-Esquema de los diferentes espacios marítimos que regula la UNCLOS. Fuente Web Blog "Historia del 
Derecho Marítimo" 

                                                           
46  La Corte Internacional de Justicia es el órgano judicial principal de la Organización de las Naciones Unidas. Está 
encargada de decidir, conforme al Derecho Internacional, las controversias de orden jurídico entre Estados y de 
emitir opiniones consultivas respecto a cuestiones jurídicas que pueden serle sometidas por órganos o instituciones 
especializadas de la ONU. Se encuentra en la Haya, Países Bajos. También existe desde el 18 de Agosto de 1996, de 
acuerdo al anexo VI de la CNUDMAR 82, un Tribunal Internacional del Derecho del Mar para resolver las 
controversias que pudieran surgir sobre la aplicación de la Convención. 
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El MAR TERRITORIAL 
 

La parte II de la Convención regula el Mar Territorial, M.T. y la Zona Contigua, Z.C. El Mar 

Territorial es como una extensión más del territorio del Estado ribereño, donde se aplicará la 

normativa nacional como si se tratase de tierra firme. Así lo regula el Artículo 2. "La soberanía 

del Estado ribereño se extiende más allá de su territorio y de sus aguas interiores y, en el caso 

del Estado archipelágico, de sus aguas archipelágicas, a la franja de mar adyacente designada 

con el nombre de mar territorial". Esta plena soberanía también se extiende al espacio aéreo 

sobre este mar territorial, al lecho y subsuelo marino. También se aprecia la amplitud de la 

soberanía del Estado ribereño pues esta no solo se aplicará con respecto a esta Convención o a 

la normativa nacional, sino a cualquier otra norma del derecho internacional. Por tanto, 

cualquier infracción en materia de drogas o sustancias estupefacientes que se lleve a cabo en 

dicho espacio será penado de acuerdo a los instrumentos jurídicos nacionales, con 

independencia de la nacionalidad de los infractores o el pabellón del buque, embarcación o 

artefacto flotante con el que se llevaran a cabo las actuaciones ilícitas. 

La delimitación o anchura de este mar territorial, ver Ilustración 3, se recoge en la Sección II de 

esta misma parte, artículos 3 a 16. Para determinar sus límites se utilizan unas líneas de base, 

ver Ilustración 4, que son las referencias utilizadas para el trazado y delimitación de las zonas 

marítimas. Existen dos tipos de líneas de base:   

½ Líneas de base normal: Definidas en el artículo 5 de la CNUDMAR: [...]es la línea de 

bajamar a lo largo de la costa, tal como aparece marcada mediante el signo apropiado 

en cartas a gran escala reconocidas oficialmente por el estado ribereño. Esta bajamar 

se refiere a la bajamar escorada, o el mínimo máximo teórico que podrá alcanzar la 

mar y que queda reflejado en las cartas náuticas. 

½ Líneas de base rectas: Definidas en el artículo 7 de la CNUDMAR. Estas se utilizarán en 
caso de que la costa presente profundas aberturas y escotaduras47 o en los que haya 
una franja de islas a lo largo de la costa situada en su proximidad inmediata. Trazando 
así mediante las líneas de base rectas los puntos apropiados de la costa. Estas líneas 
no deberán apartarse de manera apreciable de la dirección general de la costa. La zona 
de mar que quede del lado de tierra deberá estar lo sufrientemente vinculada al 
dominio terrestre, para así, estar sometidas al régimen de aguas interiores. Tampoco 
estas líneas de base rectas se trazarán hacia ni desde elevaciones que emerjan en 
bajamar, a menos que se hayan construido sobre ellas faros o instalaciones análogas 
que se encuentren constantemente sobre el nivel del agua, o que el trazado de líneas 
de base hacia o desde elevaciones que emerjan en bajamar haya sido objeto de un 
reconocimiento internacional general. 
 
 

                                                           
47 Se entiende por escotadura: cualquier inflexión de la línea de costa que produce una entrada de agua en la 
misma. A los efectos de la Convención (art. 10.3) una bahía es toda escotadura bien determinada cuya penetración 
tierra adentro, en relación con la anchura de su boca, es tal que contiene aguas cercadas por la costa y constituye 
algo más que una simple inflexión de ésta. Sin embargo, la escotadura no se considerará una bahía si su superficie 
no es igual o superior a la de un semicírculo que tenga por diámetro la boca de dicha escotadura. 
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Las aguas que queden en el interior de 
estas líneas de base tendrán toda la 
consideración de mar territorial 
denominándose Aguas Interiores 
conforme al Artículo 8 de la Convención 
de Derecho del mar de 1982, y el estado 
por tanto ejerce una soberanía plena y 
absoluta justificada en motivos de 
seguridad dada la proximidad directa de 
las mismas a la costa. En el concepto de 
aguas interiores se encuentran también 
comprendidos los ríos de cauce no 
internacional, las bahías cuyas costas 
pertenecen a un solo Estado, los puertos y 
los mares interiores cuyas costas también 
pertenezcan a un solo Estado. 
La anchura del mar territorial tendrá un 

límite que no exceda de 12 millas 

marinas48 medidas a partir de las líneas de 

base, artículo 3 de la Convención, y su 

límite exterior es la línea cada uno de 

cuyos puntos está, del punto más próximo 

de la línea de base, a una distancia igual a 

la anchura del mar territorial conforme al 

artículo 4. Cuando las costas de los Estados sean adyacentes o se hallen situadas frente a 

frente, como sucede con España y Marruecos en el estrecho de Gibraltar, o Francia en el 

Cantábrico o Portugal en el Atlántico, ninguno de los Estados tendrá derecho, salvo acuerdo en 

contrario, a extender su mar territorial mas allá de una línea media cuyos puntos sean 

equidistantes de los puntos más próximos de las líneas de base desde donde se mide la 

anchura del mar territorial de cada Estado, art. 15. Esta disposición no será aplicable cuando, 

por la existencia de derechos históricos o por otras circunstancias especiales sea necesario 

determinar el mar territorial de ambos Estados en otra forma. Esto ocurre en la problemática 

de las aguas jurisdiccionales de la colonia  británica de Gibraltar, ver Ilustración 5,  que el Reino 

Unido reclama como suyas, extendiendo así sus aguas jurisdiccionales hasta las 3 millas 

náuticas alrededor del peñón y hasta las 2 millas en la Bahía de Algeciras49 y que, según el 

artículo X del Tratado de Utrecht, España interpreta que solo se le habían cedido la entera y 

plena propiedad de la ciudad y el castillo de Gibraltar, junto con su puerto, defensa y 

fortaleza.50  

                                                           
48   1 milla marina o náutica equivale a 1.852 metros. 
 
49  Para el Reino Unido, "British waters extend to a limit of three miles around Gibraltar. The limit is restricted to 
two nautical miles on the waters side, in the Bay of Algeciras, where a median line exists between British and 
Spanish waters" Según GUTIÉRREZ CASTILLO, V.L. en su documento de opinión 29/2011 y el "Gibraltar, Sovereignty 
Dispute and Territorial Waters" de O'REILLY, G. Boundary and Security Bulletin, vol. 7  1999 pág. 76 
 
50  Las aguas territoriales de Gibraltar, Anuario de Derecho Marítimo vol. IX pág. 273 y ss. Referenciado en el 
documento de opinión 29/2011 sobre la delimitación de las aguas marinas españolas en el estrecho de Gibraltar de 
GUTIÉRREZ CASTILLO, V.L.; op.cit. 

Ilustración 4-Situación de las líneas de base con respecto a 
la costa y los espacios marítimos. Fuente Wikipedia.org 
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Ilustración 5-Aguas jurisdiccionales de Gibraltar con las líneas de base rectas Españolas y Marroquíes. Fuente Blog 
Gibraltar libre. 

Al ser el mar territorial un espacio con plena soberanía por parte del Estado ribereño se deberá 

establecer un "paso inocente" por esta zona para los buques de otras nacionalidades o de la 

del ribereño cuando entren o salgan de los puertos del Estado en cuestión o se encuentren en 

tránsito hacia otro destino. La Convención regula el paso inocente por el mar territorial en la 

Sección 3. El artículo 17 establece que los buques de todos los Estados, sean ribereños o sin 

litoral, gozan del derecho de paso inocente a través del mar territorial. El artículo 18 define el 

significado del paso como el hecho de navegar por el mar territorial con el fin de atravesarlo 

sin penetrar en las aguas interiores o hacer escala en puerto o rada51 , o atravesarlo para 

dirigirse a aguas interiores o hacer escala en una rada o instalaciones portuarias. Este paso 

deberá ser rápido e ininterrumpido y si este paso comprende detención y fondeo se realizarán 

como incidentes normales de navegación, fuerza mayor o dificultad grave, así como para 

auxiliar a otros buques o aeronaves en peligro. Según el artículo 19 este paso deberá ser 

"inocente" y significa que será inocente mientras el paso no sea perjudicial para la paz, el buen 

orden o la seguridad del Estado ribereño. Atendiendo a la definición podemos entender que 

cualquier acto en contra de la legislación del ribereño, como el tráfico de drogas se entenderá 

como paso no inocente. Se considerará que el paso de un buque extranjero es perjudicial para 

la paz, el buen orden o la seguridad del Estado ribereño si ese buque realiza, en el mar 

territorial, alguna de las actividades que se indican a continuación: 

                                                           
51   Una rada es una zona fuera de puerto en la que un barco puede echar el ancla. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Puerto
http://es.wikipedia.org/wiki/Barco
http://es.wikipedia.org/wiki/Ancla
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a) Cualquier amenaza o uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territorial o la 

independencia política del Estado ribereño o que de cualquier otra forma viole los 

principios de derecho internacional incorporados en la Carta de las Naciones Unidas; 

b) Cualquier ejercicio o práctica con armas de cualquier clase; 

c) Cualquier acto destinado a obtener información en perjuicio de la defensa o la 

seguridad del Estado ribereño; 

d) Cualquier acto de propaganda destinado a atentar contra la defensa o la seguridad del 

Estado ribereño; 

e) El lanzamiento, recepción o embarque de aeronaves; 

f) El lanzamiento, recepción o embarque de dispositivos militares; 

g) El embarco o desembarco de cualquier producto, moneda o persona, en contravención 

de las leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios del Estado 

ribereño. Dentro de este punto el legislador introduce la defensa del mar territorial 

contra actos ilícitos a los reglamentos aduaneros como el tráfico ilícito de drogas. 

Aunque, como continuidad del terreno soberano del ribereño, esto ya se estipule para 

los ilícitos cometidos en el territorio. Considerando así estos actos dentro del mar 

territorial como paso no inocente; 

h) Cualquier acto de contaminación intencional y grave contrario a esta Convención; 

i) Cualesquiera actividades de pesca; 

j) La realización de actividades de investigación o levantamientos hidrográficos; 

k) Cualquier acto dirigido a perturbar los sistemas de comunicaciones o cualesquiera 

otros servicios o instalaciones del Estado ribereño; 

l) Cualesquiera otras actividades que no estén directamente relacionadas con el paso. 

Sobre este punto, el transbordo de drogas o sustancias estupefacientes desde un 

buque nodriza52  a embarcaciones menores de gran velocidad (planeadoras) que lo 

introducen en la costa es un procedimiento  muy habitual dentro de estas actividades 

ilícitas. Por ello como no están relacionadas directamente con el paso sino que 

suponen el intento de realizar actividades penadas por la legislación del ribereño, se 

considerarán paso no inocente. 

En el mar territorial los submarinos o cualquier otro vehículo sumergible deberán navegar en 

superficie y enarbolar su pabellón53, artículo 20. Este artículo merece una atención especial 

pues aunque parece insólito que los submarinos se puedan utilizar para el tráfico de drogas, en 

Sudamérica y en especial los grupos organizados de tráfico de drogas en Colombia y Méjico los 

utilizan habitualmente en aguas del Pacífico.  

                                                           
52   Buque de más porte (peso o desplazamiento) que suministra a otras embarcaciones menores parte de la carga. 
 
53   Enarbolar el pabellón significa izar la bandera de un buque para determinar que nacionalidad posee. 
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Ilustración 6-Narco submarino gallego. Fuente El Correo Gallego 

En España sólo existe un caso conocido hasta el momento de la aparición de un artefacto 

sumergible utilizado en estas actividades. Apareció abandonado en aguas de la Ría de Vigo el 

12 de Agosto de 2006. Ver Ilustración 6. 

El Estado ribereño podrá dictar leyes y reglamentos relativos al paso inocente por el mar 

territorial para ciertas materias. Una de estas materias es la reflejada en el apartado h) del 

artículo 21.1; la prevención de las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, 

de inmigración y sanitarios, como las actividades ilegales que centran este trabajo. 

El estado ribereño, articulo 27, no debería ejercer a bordo de un buque extranjero que pase 

por su mar territorial jurisdicción penal. Tampoco debería detener a ninguna persona o realizar 

ninguna investigación en relación con un delito cometido a bordo, salvo en los casos 

siguientes:  

a) Cuando el delito tenga consecuencias en el Estado ribereño. En el caso del delito de 

tráfico de drogas, la introducción de estas sustancias en el territorio posee unas 

consecuencias graves, por lo tanto si estaría justificado la aplicación de la jurisdicción 

penal a bordo. Incluso, como se verá más adelante en el siguiente capítulo, aunque la 

droga no fuese introducida en el estado podría actuar de igual manera en aplicación 

de otros convenios internacionales. 



Carlos Cabanas Oliveira 
 

~ 34 ~  
 

b) Cuando el delito sea de tal naturaleza que pueda perturbar la paz del país o el buen 

orden en el mar territorial; 

c) Cuando el capitán del buque o un agente diplomático o funcionario consular del 

Estado del pabellón hayan solicitado la asistencia de las autoridades locales; 

d) Cuando tales medidas sean necesarias para la represión del tráfico ilícito de 

estupefacientes o de sustancias sicotrópicas. En este caso el legislador, a posibles   

dudas de interpretación del apartado a), ya pone de manifiesto de manera explícita en 

este apartado la total autoridad del estado en la aplicación de la jurisdicción penal, a 

bordo de un buque extranjero,54 para temas de represión de tráfico de drogas. 

En el caso de que el buque extranjero procediese de sus aguas interiores, el Estado ribereño 

podrá adoptar cualquier medida que autoricen sus leyes para realizar detenciones o 

investigaciones a bordo del buque extranjero, cuando este pase por el mar territorial conforme 

al punto 2 de este artículo 27.  Esto se aplica con independencia de la causa que motive tal 

actuación, si la misma está amparada legalmente por la legislación del Estado que la efectúe y 

se llevará a cabo en los mismos términos como si se realizase dentro del territorio.   

Cuando se den las circunstancias para adoptar las medidas de entrada y registro, el Estado 

ribereño, a solicitud del capitán y antes de tomar cualquier medida, la notificará a un agente 

diplomático o funcionario consular del Estado del pabellón y facilitará el contacto entre tal 

agente o funcionario y la tripulación del buque. En caso de urgencia, la notificación podrá 

hacerse mientras se tomen las medidas. Si el buque no procede de las aguas interiores al paso 

por el mar territorial, el Estado ribereño no podrá adoptar estas medidas a menos que haya 

violado los reglamentos dictados para la ZEE o lo dispuesto en la Parte XII referente a la 

Protección y Preservación del Medio Marino, o en los supuestos vistos.  

En referencia a los buques de guerra que incumplan las leyes o reglamentos del Estado 

ribereño al paso por el mar territorial, el Estado ribereño podrá exigirle que salga 

inmediatamente del mar territorial, conforme al artículo 30 de la Convención. Se entenderá 

por buque de guerra a los efectos de la Convención a "todo buque perteneciente a las fuerzas 

armadas de un Estado que lleve los signos exteriores distintivos de los buques de guerra de su 

nacionalidad, que se encuentre bajo el mando de un oficial debidamente designado por el 

gobierno de ese Estado cuyo nombre aparezca en el correspondiente escalafón de oficiales o su 

equivalente, y cuya dotación esté sometida a la disciplina de las fuerzas armadas regulares", 

artículo 29. Salvo estas prescripciones o las actividades reflejadas en el artículo 1955, ninguna 

disposición del convenio afectará a las inmunidades de los buques de guerra y otros buques 

del Estado con fines no comerciales. 

 
 
                                                           
54   Si fuese del pabellón del ribereño tendría autoridad total con independencia de las aguas donde se encontrase,  
porque se considera que es una extensión más del estado, ya que el territorio flotante como un buque o plataforma 
forma arte de la soberanía del Estado en sentido jurídico. 
 
55   Significado de paso inocente. 
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LA ZONA CONTIGUA 
 
La zona contigua al mar territorial, por su parte exterior, es designada con el nombre de Zona 

Contigua, Z.C.; artículo 33. En esta zona el Estado ribereño podrá tomar las medidas de 

fiscalización necesarias para: 

a) Prevenir las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de 

inmigración o sanitarios que se cometan en su territorio o en su mar territorial; 

b) Sancionar las infracciones de esas leyes y reglamentos cometidas en su territorio o en 

su mar territorial; 

Por lo tanto, en la zona contigua el Estado ribereño podrá igualmente perseguir y sancionar 

cualquier acto ilícito de tráfico de drogas o sustancias estupefacientes de acuerdo a su 

legislación, que como se ha visto en la introducción, esta clase de ilícitos quedan tipificados 

tanto en el Código Penal como en la Ley de Contrabando. En este caso el legislador introduce 

una diferencia con respecto a la jurisdicción del mar territorial o las aguas interiores. En estas 

aguas como se ve, la soberanía no es tan extensa como en estos espacios y queda limitada a 

este tipo de infracciones solamente: aduaneras, fiscales, referentes a la inmigración o 

sanitarias. Igualmente solo se sancionarán aquellos actos ilícitos que se hayan cometido en su 

territorio o en su mar territorial. Por tanto si el acto ilícito del que tratamos no fuese cometido 

en el mar territorial o en el territorio y se cometiese solo en esta zona contigua, puede dar 

lugar a controversias. Aunque la actuación podría estar justificada porque este tipo de tráficos 

sí incumple los reglamentos aduaneros y las sustancias causan grave daño a la salud y su 

persecución puede estar justificada por la prevención de estas infracciones. Puede ser el caso 

de que se alijen56las sustancias estupefacientes en estas aguas y en "teoría" no se vaya a 

proceder a la introducción de las mismas en el territorio del ribereño. Esto se aclarará cuando 

se traten los convenios internacionales específicos para luchar contra este tráfico y la 

jurisdicción universal que si avala estas actuaciones. 

La zona contigua no podrá extenderse más allá de 24 millas marinas, ver Ilustración 3, 

contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial. 

Por tanto la extensión máxima de la zona contigua será de 12 millas marinas, entre el límite 

exterior del mar territorial y las 24 millas desde las líneas de base. 

Según GABALDÓN GARCÍA, J.57[...] este Convenio no establece directamente una Zona Contigua 

para todos los Estados (podrá tomar las medidas), simplemente otorga legitimación 

internacional para su creación. Es, pues, un espacio marítimo cuya existencia depende de la 

potestad de cada Estado. Y es un espacio que se superpone y solapa con el de la Zona 

Económica Exclusiva o, de no existir ésta, con el de la Alta Mar. Por ello su régimen jurídico es 

el de estos últimos, según sea el caso. La diferencia estriba en que el Estado tiene reconocida, 

                                                           
56  Alijar: Pasar de un barco a otro o dejar en tierra mercancía ilegal o de contrabando. Diccionario RAE (Real 
Academia de la Lengua Española) Espasa-Calpe 2005. 
 
57   Ver "Anotaciones sobre el régimen de policía de la navegación marítima y por agua en el derecho Español". 
Separata del Anuario de Derecho Marítimo 1996, Vol. XII Pág. 216 a 218. 
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en la franja de la Zona Contigua, jurisdicción y control para prevenir o castigar las infracciones 

[...] el régimen de navegación no puede ser otro que el vigente para las aguas mencionadas, 

pero con la particularidad de que las autoridades competentes del ribereño podrán intervenir 

sobre los buque que allí se encuentren o por los que allí naveguen, siempre que ello esté 

justificado para hacer cumplir sus leyes [...] esta intervención puede llegar, sin duda alguna, a 

la interceptación, detención, inspección, traba, retención y ejecución sobre el buque. La 

posibilidad e intensidad de tales actos, siempre posibles conforme al Derecho internacional, 

vendrá delimitada por las prescripciones del Derecho interno. 

LA ZONA ECONÓMICA EXCLUSIVA 
 
La Z.E.E. se encuentra regulada por la Parte V de la Convención, el artículo 55 refleja que "es un 

área más allá del mar territorial y adyacente a este sujeta al régimen jurídico específico 

establecido en esta Parte". En esta zona el Estado ribereño tiene: 

a) Derechos de soberanía para los fines de exploración y explotación, conservación y 

administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, de las aguas 

suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo del mar, y con respecto a otras 

actividades con miras a la exploración y explotación económicas de la zona, tal como la 

producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos; 

b) Jurisdicción, con arreglo a las disposiciones pertinentes de esta Convención, con 

respecto a: 

i. El establecimiento y la utilización de islas artificiales, instalaciones y estructuras; 

ii. La investigación científica marina; 

iii. la protección y preservación del medio marino; 

c) Otros derechos y deberes previstos en esta Convención. 

En el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes, el ribereño tendrá debida 

cuenta de los derechos y deberes de los demás Estados sobre esta zona. Según el artículo 58, 

todos los Estados sean ribereños o sin litoral, gozan de libertad de navegación y sobrevuelo y 

de tendido de cables y tuberías submarinos y de otros usos del mar internacionalmente 

legítimos relacionados con dichas libertades. Los artículos referentes al régimen jurídico de la 

alta mar (art. 88 a 115) se aplicarán en esta zona en la medida que no sean incompatibles con 

lo reflejado en la parte que regula la zona económica exclusiva. 

La zona económica exclusiva no se extenderá, ver Ilustración 3 más allá de 200 millas marinas, 

artículo 57 de la Convención, contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la 

anchura del mar territorial. Por tanto, esta zona y su régimen jurídico aplicable se extenderán 

188 millas desde el límite exterior del M.T., sin prejuicio de la aplicación por parte del ribereño 

de los preceptos expresados para la Z.C. incluida dentro de estas 188 millas. 

Por lo tanto en esta zona marítima, el régimen de navegación es en principio idéntico al de la 

alta mar, libertad de navegación y sobrevuelo, matizado, eso sí, por excepciones relativas a la 
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seguridad de índole medioambiental, y la presencia de jurisdicción para proteger y tutelar los 

recursos para la preservación y conservación del medio marino. En resumen, la soberanía del 

ribereño sobre este espacio recae sobre la tutela y protección de los recursos naturales del 

mar, vivos o no, con vistas a su aprovechamiento exclusivo o preferente por parte del Estado 

ribereño. La soberanía que posea el Estado en esta zona, en referencia a la represión y control 

sobre el tráfico de drogas y sustancias estupefacientes por vía marítima, será la misma que la 

reflejada en el régimen jurídico de la alta mar 

ALTA MAR 
 
La Alta Mar es uno de las espacios marítimos, al igual que una parte de la zona económica 

exclusiva vista anteriormente, donde la represión y control de las actividades ilícitas en general 

y en particular el tráfico de drogas y sustancias estupefacientes se hace más complicado, pues 

en principio, su régimen jurídico se basa en el principio de libertad de la alta mar58 y los 

buques que por ella naveguen solo quedan sometidos a la jurisdicción del Estado bajo cuyo 

pabellón navegan. Se encuentra regulada en la Parte VII de la Convencían de Naciones Unidas 

sobre Derecho del Mar de 1982. En el artículo 86 se determina, ¿qué es la Alta Mar?, y en él se 

recoge [...] todas las partes del mar no incluidas en la zona económica exclusiva, en el mar 

territorial o en las aguas interiores de un Estado, ni en las aguas archipelágicas59
 de un Estado 

archipelágico60
. El artículo 87 de la Convención amplía el régimen establecido para esta zona 

aprobado por la Convención de 1958 de Ginebra. Esta solo se refería a la alta mar como "la 

parte de mar no perteneciente al mar territorial ni a la aguas interiores de un Estado", 

aumentando así en la del 82, el concepto estricto de la alta mar e incrementando las libertades 

en la misma recogidas en el punto 1 de esta artículo 87: La alta mar está abierta a todos los 

Estados, sean ribereños o sin litoral. La libertad de la alta mar se ejercerá en las condiciones 

fijadas por esta Convención y por las otras normas de derecho internacional. Comprenderá, 

entre otras, para los Estados ribereños y los Estados sin litoral: 

a) La liberta de navegación; 

b) La libertad de sobrevuelo; 

c) La libertad de tender cables y tuberías submarinos; 

d) La libertad de construir islas artificiales y otras instalaciones permitidas por el derecho 

internacional; 

e) La libertad de pesca; 

f) La libertad de investigación científica; 

                                                           
58   Artículo 87 de la Convención 82. 
 
59    Se determinan de igual manera que la aguas de un Estado no archipielágico. 
 
60    Artículo 46 de la Convención 82. tƻǊ ά9ǎǘŀŘƻ ŀǊŎƘƛǇŜƭłƎƛŎƻέ se entiende un Estado constituido 
totalmente por uno o varios archipiélagos y que podrá incluir otras islas; por archipiélago se entiende un grupo de 
islas. 
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Todas estas libertades serán ejercidas por todos los Estados teniendo debidamente en cuenta 

los intereses de otros Estados en su ejercicio de la libertad de la alta mar, así como los 

derechos previstos en esta Convención con respecto a las actividades en la Zona61. La alta mar 

será utilizada exclusivamente con fines pacíficos (art. 88) y ningún Estado podrá pretender 

someter cualquier parte de la alta mar a su soberanía (art. 89). Todos los Estados, sean 

ribereños o sin litoral, tienen el derecho de que los buque que enarbolan su pabellón 

naveguen en la alta mar (art. 90). Los buques que naveguen en la alta mar deberán hacerlo 

bajo el pabellón de un solo Estado, y salvo casos excepcionales previstos de modo expreso en 

los tratados internacionales o en la Convención, estará sometidos, en la alta mar, a la 

jurisdicción exclusiva de dicho Estado. Un buque no podrá cambiar de pabellón durante un 

viaje ni en una escala, salvo transferencia efectiva de la propiedad o cambio de registro. El 

buque que navegue bajo los pabellones de dos o más Estados utilizándolos a su conveniencia, 

no podrá ampararse en ninguna de esas nacionalidades frente a un tercer Estado y podrá ser 

considerado un buque sin nacionalidad (art. 92). Es muy común que las organizaciones 

criminales utilicen buques sin pabellón o con él falsificado, ver Ilustración 7, para el tráfico de 

estupefacientes, para así ocultar a que jurisdicción quedan sometidos o evitar el control por 

parte del Estado de nacionalidad. Este hecho da lugar a que el buque se encuentre sin 

nacionalidad en la alta mar, es decir, aguas internacionales y por tanto no sometidas a ninguna 

jurisdicción, por lo tanto el buque al carecer de nacionalidad podría quedar sometido a la 

jurisdicción de cualquier Estado. 

 

Ilustración 7-Pesquero sin pabellón interceptado por Vigilancia Aduanera la tarde del 6 de Marzo de 2014 a 60 
millas al sur de Cabo de Gata (Alta Mar) con 13 Toneladas de hachís a bordo. Fuente S.V.A. 

                                                           
61    Artículo 1.1 de la Convención. Por Zona se entienden los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo fuera de los 
límites de la jurisdicción nacional. Se encuentra regulada por la parte XI de la Convención. 
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Los artículos expuestos expresan este principio de libertad que rige sobre la alta mar y la 

dificultad de control que antes mencionamos sobre esta zona, pero deja entrever que se podrá 

determina, mediante tratados internacionales, la jurisdicción sobre buques por otro pabellón 

diferente al suyo en la alta mar. Esto es una de las bases en el desarrollo de los posteriores 

convenios internacionales de cooperación entre estados en esta zona marítima y abre las 

puertas al posible control de los buques ante el tráfico de estupefacientes en alta mar. 

La inmunidad en esta zona solo queda reflejada para los buques de guerra o para los buques al 

servicio del Estado con fines no comerciales, los cuales gozan de completa inmunidad de 

jurisdicción respecto de cualquier Estado que no sea el de su pabellón. Así en este artículo 95, 

el legislador también deja entrever que puede caber la posibilidad de jurisdicción de los 

buques que naveguen por la alta mar por parte de un Estado distinto al de su pabellón, 

siempre y cuando se trate de buques privados que no se encuentren al servicio de ningún 

Estado.  

En caso de abordaje o incidente en la navegación, en la alta mar, solo se podrán incoar 

procedimientos penales o disciplinarios contra el capitán o la tripulación ante las autoridades 

judiciales o administrativas del Estado del pabellón o del que dichas personas sean nacionales. 

Igualmente no podrá ser ordenado el apresamiento ni la retención del buque, ni como medida 

de instrucción, por otras autoridades que las del Estado del pabellón (art. 97). 

¶ Mención expresa al tráfico de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas  en la UNCLOS/CNUDMAR 82. Artículo 108  

 

La Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar del 82 introduce un artículo expreso 

y muy importante en materia de cooperación marítima para la prevención de estos actos 

ilícitos. El artículo 108 recoge: 

1. Todos los Estados cooperarán para reprimir el tráfico ilícito de estupefacientes y 

sustancias sicotrópicas realizado por buques en la alta mar en violación de las 

convenciones internacionales. 

2. Todo Estado que tenga motivos razonables para creer que un buque que enarbola su 

pabellón se dedica al tráfico ilícito de estupefacientes o sustancias sicotrópicas podrá 

solicitar la cooperación de otros Estados para poner fin a tal tráfico. 

Este artículo es, en opinión del autor de este trabajo, una de las claves dentro del Derecho 

Internacional y en especial en el Derecho Marítimo para el control, en aguas internacionales y 

no sujetas a jurisdicción por parte de ningún Estado, del tráfico de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas. En primer lugar, se deja claro que este convenio abre las puertas a ello para que 

luego sean otros convenios internacionales los que desarrollen más concretamente esta 

materia62. Queda patente cuando en el punto uno hace referencia a la violación de las 

convenciones internacionales. También engloba a toda la comunidad mundial para la lucha 

                                                           
62 Principalmente la Convención de las Naciones Unidas de 1.988 contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas que será estudiado en el próximo capítulo. 
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contra este tipo de actividades al referirse a que todos los Estados cooperarán en ello. En 

muchos casos los países productores de estas sustancias o los pabellones bajo los que navegan 

los posibles buques que las transporten no poseen medios suficientes para luchar y poner fin a 

este tipo de tráficos por la vía marítima, por ello, se hace necesaria la cooperación 

internacional al efecto. De la misma manera, el conocimiento de este tráfico por pabellones de 

conveniencia63 o Estados en los que la producción de drogas repercute en una fuente de 

ingresos muy grande para el país64, puede que no interese.  

El legislador introduce, el apartado 2, en el caso de que el buque que realice el transporte 

ilegal no sea del mismo pabellón que el que descubre el ilícito. En este caso el buque que 

descubra el ilícito puede solicitar al Estado del pabellón del buque la autorización para 

proceder al abordaje del mismo65, ya que en la alta mar solo se encuentra bajo la jurisdicción 

de su Estado. De la misma manera, el Estado de la bandera si no dispone de medios para 

detener este tráfico ilícito o el buque no se encuentra en sus aguas jurisdiccionales, podrá 

solicitar y autorizar a los servicios de otros países que procedan a la identificación y detención 

del buque de su pabellón, del cual, tienen conocimiento de que está realizando el tráfico de 

drogas o sustancias estupefacientes. 

Los servicios que pueden realizar este tipo de operaciones marítimas de identificación y 

detención, o aquellos organismos que son competentes para ello, también quedan reflejados 

en la Convención, en el artículo 110 donde se refleja el Derecho de Visita. En este articulo se 

refleja que el derecho de visita a un buque extranjero en la alta mar y que no goce de 

completa inmunidad según los artículos 95 y 96, como se vio anteriormente, solo podrá ser 

realizado por un buque de guerra, definido anteriormente. En España los buque de guerra son 

los pertenecientes a la Armada Española, e identificados como tal , así como los auxiliares de la 

armada dedicados a fines militares indirectamente, como pueden ser de servicios de puerto y 

remolque de buques de guerra, suministro y aprovisionamiento , hidrográficos e investigación 

o los buques al servicio de Vigilancia Aduanera66. Estos buques no tendrán derecho de visita a 

menos que el otro buque se dedique a la piratería (art. 103); trata de esclavos (art. 99); efectúe 

transmisiones no autorizadas (art. 109); no tiene nacionalidad, como ya se explicó 

                                                           
63   Un pabellón o bandera  de conveniencia, en inglés FOC, flag of convenience, es el que enarbolan  buques civiles 
cuya relación o vinculo genuino, genuine link en inglés, entre el naviero o propietario del buque, owner, es 
accidental. Este Estado ofrece un sistema de registro sobre su flota que es mínimo, contribuyendo a que el naviero 
contraiga importantes beneficios económicos respecto de abanderarlo en su Estado de origen. 
 
64  THOUMI, E. F. [...] los efectos de la ilegalidad del negocio de las drogas difieren sustancialmente de país a país. 
Estas diferencias dependen principalmente del tipo de actividades desarrolladas, de la importancia de la 
participación de ciudadanos nacionales en la industria, del tamaño del valor agregado y del empleo generado por 
las industrias ilegales con relación a los totales de la economía nacional, de las formas en que el ingreso ilegal es 
lavado, gastado e invertido en la economía, y finalmente de las políticas macroeconómicas seguidas por los 
diferentes gobiernos.  Colombia Internacional. Universidad de los Andes. Facultad de Ciencias Política. Revista Nº 29 
"Los efectos económicos de la industria de drogas ilegales y las agendas políticas en Bolivia Colombia y Perú 
(principales productores de hoja de coca del mundo). Enero- Marzo de 1995.  
 
65 Como estipula el art. 17 de la Convención de las Naciones Unidas de 1.988 contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas. 
  
66  El  Decreto 1002/61 de 22 de Junio, publicado en el B.O.E. núm. 157 de 3 de Julio de 1961, regula la vigilancia 
marítima del Servicio Especial de Vigilancia Fiscal, hoy día denominado Vigilancia Aduanera. En su artículo 1 expresa 
el carácter de auxiliares de la Marina de Guerra de las unidades navales de este servicio, cuyas funciones y 
actuaciones se desarrollarán en un próximo capítulo. 
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anteriormente, y por tanto sometido a cualquier jurisdicción en la alta mar o posee la misma 

nacionalidad que el buque de guerra aunque enarbole un pabellón extranjero o se niegue a 

izar su pabellón. Conforme al apartado 2 del artículo 110 de la Convección, el buque de guerra 

(o auxiliar de la armada) podrá proceder a verificar el derecho del buque a enarbolar su 

pabellón. Para ello podrá enviar una lancha, al mando de un oficial, al buque sospechoso. Si 

aún después de examinar los documentos persisten las sospechas podrá proseguir el examen a 

bordo del buque, que deberá llevarse a efecto con todas las consideraciones posibles. El 

párrafo 3 recoge la pertinente indemnización que se efectuará al buque visitado si el acto no 

está justificado y se le haya causado algún daño o perjuicio. Estas disposiciones expresadas por 

el legislador en este artículo son las que justifican que los buques (o aeronaves militares 

apartado 4) de guerra puedan realizar la visita a buques extranjeros en la alta mar con el 

efecto de reconocer su pabellón para conocer si poseen jurisdicción sobre él. Esta premisa es 

en la que se han basado muchas operaciones marítimas en alta mar contra el tráfico ilegal de 

drogas, pues una vez a bordo para efectuar el reconocimiento del pabellón, se ha descubierto 

que el buque se dedicaba al tráfico de sustancias estupefacientes y entonces empieza a obrar 

la cooperación internacional para evitar estos ilícitos, expresada en el artículo 108, y las 

autorizaciones consulares y judiciales para proceder a las actuaciones pertinentes. 

 No obstante cabe destacar, como se ha visto, que cualquier actuación sobre un buque distinto 

al del pabellón del Estado en la alta mar requiere cuando menos la autorización del país del 

pabellón sin perjuicio de la aplicación de los convenios internacionales sobre el tráfico de 

drogas que se verán en el siguiente capítulo 

¶ El derecho de persecución de un buque en alta mar , 
conocida como persecución en caliente o "Hot Pursuit ". 
Artículo 111 de la Conve nción de Montego Bay 1982  

 
Como se ha estado viendo, los buques gozan en la alta mar de inmunidad y en principio solo se 

encuentran sometidos a la jurisdicción de los buques de guerra de su pabellón. Este principio 

tiene algunas salvedades, como pueden ser principalmente los actos de piratería que recoge el 

artículo 103 de la Convención o el derecho de persecución. Este derecho se encuentra 

recogido en el artículo 111 y permite a los buque de guerra, aeronaves militares u otros 

buques o aeronaves que lleven signos claros y sean identificables como buques o aeronaves al 

servicio del gobierno y autorizados a tal fin67, la persecución de un buque extranjero, fuera de 

sus aguas jurisdiccionales, cuando las autoridades del ribereño tengan motivos para creer que 

el buque ha cometido una infracción de las leyes y reglamentos de ese Estado. Este derecho 

permite al Estado ribereño su defensa frente a infracciones y delitos cometidos en sus aguas 

interiores, en su mar territorial y en algunos casos en la zona contigua, principalmente por 

pesca ilegal o contrabando. Este derecho impide que un buque o embarcación quede impune 

de la infracción o delito que ha cometido en el Estado ribereño por el solo hecho de salir a la 

alta mar. Mediante este derecho de persecución se salvaguardan los intereses del Estado 

                                                           
67  En el Estado Español, los buque o aeronaves que pueden realizar la persecución en caliente son: los buque y 
aeronaves de la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera (DAVA), los buques y aeronaves de la Armada Española o 
los buques y aeronaves del Servicio Marítimo de la Guardia Civil (SMGC). Las funciones de estos cuerpos y 
organismos   se desarrollarán en siguientes capítulos. 
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contra estos peligros y se reconoce la facultad de continuar fuera de sus aguas jurisdiccionales, 

la persecución de un buque infractor y capturarlo, mientras éste no llegue al mar territorial de 

su país o de un tercero68. La razón para permitir, según COLOMBOS, C. J.,69 la violación a la 

regla general de inmunidad de los buques en alta mar parece ser que la persecución, bajo estas 

circunstancias, es la continuación de un acto de jurisdicción que ha comenzado, o que, salvo 

por el incidente de la escapatoria hubiera comenzado dentro del territorio mismo y es 

necesario permitir para que la jurisdicción sea eficientemente ejercitada. 

Requisitos para emprender la persecución en caliente: 

½ La persecución habrá de comenzar cuando el buque infractor o una de sus lanchas se 

encuentre en las aguas interiores, aguas archipelágicas, en el mar territorial o en la 

zona contigua del Estado perseguidor. 

½ Solo podrá continuar fuera del mar territorial o de la zona contigua a condición de no 

haberse interrumpido. Cuando la persecución se efectúa por varias embarcaciones o 

aeronaves estas pueden ir relevándose en sus funciones y no violar así el principio de 

ininterrupción y dar continuidad a la persecución. 

½ No es necesario que el buque que da la orden de detención a un buque extranjero que 

navega por el mar territorial o por la zona contigua se encuentre también en el mar 

territorial o la zona contigua en el momento de efectuar la orden de detención. 

½ Si el buque extranjero se encuentra en la zona contigua solo se podrá emprender la 

persecución por violación de los derechos para cuya protección fue creada esta zona 

(leyes y reglamentos aduaneros, fiscales de inmigración o sanitarios). 

½ El derecho de persecución se aplicará de la misma manera a las infracciones que se 

cometan en la zona económica exclusiva o sobre la plataforma continental (artículos 

56 y 77 de la Convención, principalmente sobre la pesca y recursos naturales). 

½ El derecho de persecución cesará en el momento en que el buque perseguido entre el 

mar territorial del Estado de su pabellón o en el de un tercer Estado, a menos que, los 

Estados garanticen a los perseguidores permiso explícito para continuar la persecución 

en su mar territorial. 

½ La persecución no se considerará comenzada hasta que el buque perseguidor haya 

comprobado, por los medios prácticos de que disponga, que el buque perseguido o 

una de sus lanchas u otras embarcaciones que trabajen en equipo utilizando al buque 

perseguido como buque nodriza se encuentran dentro de los límites del mar 

territorial, o en su caso, en la zona contigua, en la zona económica exclusiva o sobre la 

plataforma continental. (Este hecho es de suma importancia para reprimir los actos 

ilícitos de tráfico de drogas efectuados por buques nodrizas que transportan grandes 

cantidades y que se encuentran en la alta mar. Estos alijan en embarcaciones menores 

                                                           
68  Ver en este sentido el "Derecho de persecución de naves en alta mar" del Dr. SOBARZO LOAIZA, A. Biblioteca 
jurídica virtual del instituto de investigaciones jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. 
 
69   COLOMBO, C. J. The International Law of the Sea. Londres 1959. páginas 141 y 142; op.cit. 
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y más rápidas, planeadoras o semirrígidas "gomas", las drogas y sustancias 

estupefacientes para así introducirlas en el territorio). 

½ No podrá darse comienzo a la persecución mientras el buque o aeronave perseguidor, 

haya emitido una señal visual o auditiva de detenerse desde una distancia que permita 

al buque extranjero verla u oírla. 

Si un buque es apresado en un lugar sometido a la jurisdicción del Estado perseguidor y 

escoltado hacia un puerto de ese Estado a los efectos de una investigación por las autoridades 

competentes, normalmente registro del mismo, no se podrá exigir que sea puesto en libertad 

por el solo hecho de que el buque apresado y su escolta hayan atravesado una parte de la zona 

económica exclusiva o de la alta mar, si las circunstancias han impuesto dicha travesía.  

Cuando un buque sea detenido o apresado fuera del mar territorial en circunstancias que no 

justifiquen el ejercicio del derecho de persecución, se le resarcirá de todo perjuicio o daño que 

haya sufrido por dicha detención o apresamiento. 

Este derecho de persecución en caliente o "hot pursuit" se viene empleando desde hace 

muchos años y el Instituto de Derecho Internacional ya se ocupó del tema en una de sus 

reuniones celebrada en París en 189470 y en sus sesiones de La Haya de 189871. Un famoso 

caso de aplicación del derecho de persecución se produjo con el apresamiento del buque 

norteamericano North, que se encontraba pescando ilegalmente en el mar territorial 

canadiense el 8 de Julio de 1905 y, al divisar el guardacostas canadiense Kestrel, huyó a alta 

mar. El Kestrel inició la persecución y le dio alcance fuera del mar territorial. Un tribunal 

canadiense condenó al pesquero americano en sentencia de 25 de Agosto de 1905, 

sosteniendo que la persecución había sido continua y, en consecuencia correcta conforme a 

derecho72. Pero una de las persecuciones en caliente más sonadas fue la que protagonizaron 

las autoridades Australianas contra el pesquero de pabellón Uruguayo Viarsa I, ver Ilustración 

8, vinculado a un armador Español, por pesca ilegal en su zona económica exclusiva cerca de 

las islas McDonald en el 2003. La persecución considerada la más larga de la historia (3.900 

millas marina) duró 21 días y acabó con la detención del buque cerca de Sudáfrica en el 

Atlántico Sur.  

                                                           
70   Annuaire de l'Institut de Droit International (1892-1896), Bruselas, 1928. 
 
71   Annuaire de l'Institut de Droit International (1897-1904), Bruselas, 1928. 
 
72   Ver en este sentido SOBARZO LOAIZA, A. "Derecho de persecución de naves en alta mar" Biblioteca jurídica 
virtual del instituto de investigaciones jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México; op.cit. 
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Ilustración 8-Abordaje del palangrero Viarsa I por las autoridades Australianas en Agosto de 2003. Fuente La Voz 
de Galicia 

 
1.2 DERECHO NACIONAL 
 
El derecho marítimo nacional que adecua la normativa internacional al ordenamiento interno 

se basa, a día de hoy principalmente, en la Ley 14/2014, de 24 de Julio de Navegación 

Marítima que fue publicada en el B.O.E. núm. 180 de 25 de Julio y que entró en vigor, durante 

la realización de este trabajo, como indica su Disposición final duodécima, a los dos meses de 

su publicación en el Boletín Oficial del Estado, el 25 de Septiembre de 2014. También forman 

parte del ordenamiento jurídico marítimo Español, aquellas disposiciones de igual o inferior 

rango que no se  opongan a esta Ley 14/2014, y en especial, las disposiciones  que no entren 

en conflicto expresadas en la Ley de Puertos del Estado y Mercante 27/92 de 24 de Noviembre, 

publicada en el B.O.E. núm. 283 de 25 de Noviembre de 1992 y en su Texto Refundido, que 

deroga la anterior, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de Septiembre, 

publicado en el B.O.E. núm. 253 de 20 de Octubre de 2011 (actualmente TRLPEMM 2/2011).   

Como expresa el Preámbulo de la Ley de Navegación Marítima, esta Ley lleva a cabo una 

reforma muy esperada del derecho marítimo Español contemplando en ella todos sus 

aspectos, los cuáles hasta la fecha se encontraban dispersos en diversas normativas de 
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diferente rango, muchas de las cuales databan de más de 100 años.73 Igualmente esta ley 

responde a la imprescindible coordinación con el derecho marítimo internacional y a la 

adecuación del ordenamiento español a la práctica actual del transporte marítimo. Esta norma 

permite así superar las posibles contradicciones existentes entre los distintos convenios 

internacionales de ámbito marítimo vigentes en España. Así el Título I de esta ley, que abarca 

los artículos 4 a 55, se inspira principalmente, en la Convención de las Naciones Unidas sobre 

Derecho del Mar, CNUDMAR 82, que hemos visto anteriormente. Este título I formula una 

regulación de la policía de navegación que se completa con la normativa de Puertos del Estado 

y Marina Mercante. El ámbito de esta normativa abarca, por tanto, a buques nacionales y 

extranjeros que naveguen o se detengan en alguna de las aguas sobre las que tenemos 

jurisdicción, dentro del concepto de territorialidad, sin perjuicio al respecto de las 

competencias del Estado del pabellón. También abarca a todos los buques españoles donde 

quiera que se encuentren por la llamada " ley del pabellón". Así en su artículo 2 la presente Ley 

14/2014, recoge que se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los tratados 

internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma 

materia. En todo caso, para la interpretación de las normas de esta Ley se atenderá a la 

regulación contenida en los tratados internacionales vigentes en España y a la conveniencia de 

promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma. Este extremo 

pone de manifiesto la completa vigencia, actualmente, de la CNUDMAR del 82 y de los 

convenios internacionales que se verán en el siguiente capítulo.  

Al igual que refleja el artículo 9 del Texto Refundido de la Ley de Puertos y Marina Mercante, 

2/2011 que también está en vigor, la presente ley se aplicará a toda la flota civil española74, así 

como a las plataformas fijas situadas en aguas en las que España ejerce soberanía derechos 

soberanos o jurisdicción. Esto se expresa en el artículo 3 de la Ley 14/2014, donde recoge que 

solamente no se aplicará esta Ley a los buques y embarcaciones de Estado, incluidos los de 

guerra. En opinión del autor de este trabajo, el legislador ha sido muy escueto a la hora de 

delimitar en esta ley a los buques y embarcaciones a los que les es aplicable la misma, pero al 

expresar solo a los que no se les aplicará (buque de Estado) amplia así el concepto a todos los 

buques embarcaciones o artefactos flotantes que no sean considerados "de Estado" 

En lo referente a los espacios marítimos, el artículo 8 del TRLPEMM 2/2011 ya recogía las 

Zonas y tipos de Navegación. Son zonas en las que España ejerce soberanía, derechos 

soberanos o jurisdicción, ver Ilustración 9, además de las aguas interiores marítimas, el mar 

territorial, la zona contigua y la zona económica exclusiva. La misma distinción que en el 

derecho internacional. La nueva Ley de Navegación Marítima también desarrolla lo mismo en 

su artículo 4, donde expresa, que las normas de policía de la navegación contenidas en el 

Título I se aplicarán a todos los buques que se encuentren en espacios marítimos en los que 

                                                           
73  Una de las normativas clave que deroga esta Ley es el Libro III del Código de Comercio, referente al comercio 
marítimo, y que fue aprobado por el Real Decreto de 22 de Agosto de 1885. 
 
74   Se considera flota civil española: 

a) La flota mercante nacional; 
b) La flota pesquera nacional; 
c) Los buques de recreo y deportivos nacionales; 
d) Los demás buques civiles españoles no incluidos en las letras anteriores (los no afectos a la defensa 

nacional); 
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España ejerce soberanía. Aquí también vuelve a ser escueto el legislador a la hora de definir los 

espacios marítimos, pero no contradice la normativa existente hasta el momento, que se 

encuentra todavía en vigor y que ya definía estos espacios, y mucho menos el CNUDMAR 82. 

Las aguas interiores son las que están situadas en el interior de las líneas de base del mar 

territorial. Las líneas de base Españolas se encuentran reguladas por la Ley 20/1967, de 8 de 

Abril, sobre extensión de las aguas jurisdiccionales Españolas a efectos de la pesca, publicada 

en el B.O.E. número 86, de 11 de Abril de 1967. En su artículo segundo esta ley refleja que "la 

línea de base viene definida, en general, por la línea de bajamar escorada a lo largo de todas 

las costas de soberanía española. "Para aquellos lugares que el gobierno estime oportuno 

podrá acordar el trazado de líneas de base rectas que unan los puntos apropiados de la costa, 

de conformidad con las normas internacionales aplicables". "Si la distancia entre las líneas de 

bajamar de los puntos naturales de entrada o abra de una bahía no excede de veinticuatro 

millas, la línea recta que los une será considerada como línea base, siendo aguas interiores las 

comprendidas entre dicha línea y la costa". Para determinar cuáles son las líneas de base 

rectas que existen en las costas de soberanía Española, el Real Decreto (R.D.) 2510/1977, de 5 

de Agosto, de aguas jurisdiccionales, líneas de base recta para su delimitación, publicado en el 

B.O.E. Núm. 234 de 30 de Septiembre, en su artículo 1 establece cuáles son las coordenadas 

geográficas75 de cada una de estas líneas de base rectas (su comienzo y final) así como el 

número de carta náutica76 de la que han sido tomadas. En el artículo 2 se especifica la edición y 

el año de la carta náutica española de donde se han tomado las coordenadas. 

El Mar Territorial es aquél que se extiende hasta una distancia de doce millas náuticas 

contadas a partir de las líneas de base desde donde se mide su anchura. 

Es Zona Contigua la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta las 

veinticuatro millas náuticas contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide la 

anchura de aquél. Según la Disposición adicional segunda del TRLPEMM 2/2011, el Gobierno 

podrá adoptar las medidas de fiscalización necesarias para: 

a) Prevenir en el territorio o en el mar territorial las infracciones de las leyes y 

reglamentos aduaneros, de contrabando, fiscales, de inmigración o sanitarios. 

b) Sancionar dichas infracciones. 

La Zona Económica Exclusiva se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta una 

distancia de doscientas millas náuticas a partir de las líneas de base. 

La Ley de Navegación Marítima, no define porque ya lo hacen otras normativas vigentes, los 

límites de los espacios marítimos, pero si expresa en el Título I de esta Ley, algunos extremos 

que deben regir en la navegación por los espacios marítimos españoles. El artículo 19 recoge 

que por estas aguas, bien sea para atravesarlas o en paso lateral o para entrar o salir de 

puertos o terminales, se ajustará a las previsiones de la CNUDMAR 82 de Jamaica. Se afirma, 

por tanto, el interés de esta ley en la adecuación del ordenamiento interno al internacional.  

                                                           
75   Sistema de referencia que utiliza la latitud y longitud para situar cualquier punto en la superficie terrestre. 
 
76  Representación a escala sobre un papel, o mediante procedimientos electrónicos sobre una pantalla, las aguas 
navegables y regiones terrestres adjuntas. 
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El artículo 20 expone las excepciones al régimen general de la navegación en los espacios 

marítimos, recogidos en el art. 19. En concreto recoge que la Administración Marítima o un 

Ministerio competente, podrá condicionar, restringir o prohibir la navegación, sin 

discriminación de pabellón y respecto a determinadas categorías de buques (los que no gocen 

de completa inmunidad como se ha visto con el art. 3), cuando ello sea necesario para prevenir 

la realización de actividades ilícitas o el ejercicio de cualquier tráfico prohibido. Esta 

disposición expresa la plena competencia de jurisdicción sobre todos los  buques (a excepción 

de los de Estado)  que naveguen por las aguas jurisdiccionales españolas sospechosos de que 

realicen actividades ilícitas, como es el tráfico de drogas o sustancias estupefacientes por vía 

marítima, pudiendo para ello, restringirles la libre navegación que prevé la  Convención. 

El régimen de navegación por la zona contigua, al igual que en el texto refundido, también se 

expresa en la Ley de Navegación Marítima y en su art 23, se estipula el control que el Estado 

podrá ejercer sobre los buques extranjeros que naveguen por esta zona para prevenir las 

infracciones de las leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, sanitarios, y de extranjería e 

inmigración que puedan cometerse en el territorio nacional y en el mar territorial, así como 

ejercer jurisdicción penal y administrativa, para sancionar a los autores de las infracciones de 

dichas norma legales. Esta nueva redacción sobre el régimen de la zona contigua, aclara la 

plena jurisdicción sobre cualquier buque al que se le aplique la ley, que se cometan, hayan 

cometido o incluso haya sospechas de que pudieran cometer cualquiera de las infracciones 

previstas, ya sean delitos o incluso faltas77. De la misma manera se expresa que el estado 

Español será competente para sancionar estos actos o su tentativa. El artículo 35 aclara aun 

más si cabe este aspecto, exponiendo que "Siempre que la Administración pública competente 

tenga conocimiento de que un buque extranjero situado en la zona contigua ha infringido, está 

infringiendo o se propone infringir las leyes y reglamentos a que se refiere el artículo 23, tendrá 

derecho a interceptarlo, solicitar la información o realizar la inspección apropiada... En caso 

necesario podrá adoptar las demás medidas que sean necesarias y proporcionales para 

prevenir o sancionar la infracción, incluida la detención y conducción a puerto". En opinión del 

autor, el legislador ha querido dejar bien claro cuáles son los extremos que rigen la navegación 

por la zona contigua, así como sus medidas de fiscalización, los cuáles hasta el momento de la 

entrada en vigor de la Ley de Navegación Marítima, se encontraban un poco difusos y no 

especificaban las actuaciones que se podían realizar sobre los buque extranjeros en dichas 

aguas. Al igual que recoge la CNUDMAR 82, todas las actuaciones deberán realizarse tomando 

las mayores consideraciones posibles, así el artículo 36 expresa que la Administración 

Marítima hará todo lo posible para evitar detenciones o demoras innecesarias a los buques, y 

que podrán ser resarcidas si los daños y perjuicios resultan probados. 

Siguiendo la línea sobre la jurisdicción iniciada por la CNUDMAR, la Ley 14/2014, en su Capítulo 

IV expresa el derecho del paso inocente78 por el mar territorial, siendo este el principio que 

                                                           
77  Se entiende por falta, en derecho, una conducta punible de menor gravedad que el delito. Como hemos visto, 
algunas actividades ilícitas, como el contrabando, diferencian entre delito o  infracción administrativa (falta) por la 
valoración de las mercancías objeto del contrabando.  
 
78  Este "paso" ya se encontraba reflejado y definido en La Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar de 1982 y la Ley 14/2014 en su art. 37 lo refleja como un paso rápido y sin interrupción, sin atentar contra la 
paz, el orden público o la seguridad de España. 
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regirá la navegación de todos los buques extranjeros incluidos los de Estado por este espacio 

marítimo. El artículo 43 expresa el ejercicio de la jurisdicción civil sobre los buques que 

naveguen por el mar territorial, y refleja que, los buque extranjeros que pasen por este 

espacio marítimo no podrán ser detenidos o desviados para ejercer la jurisdicción civil sobre 

las personas que se hallen a bordo a menos que estos se detuviesen o fondeasen 

voluntariamente a su paso o provengan de las aguas interiores marítimas del Estado. El 44 

recoge la jurisdicción penal sobre los buques extranjeros que naveguen por estas aguas. Este 

paso se regirá por lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial (L.O.P.J.) 79, que recoge el 

ejercicio de la potestad jurisdiccional por los jueces y tribunales españoles, y que se verá en el 

próximo capítulo en el apartado "Justicia Universal". También a los tratados aplicables y en 

especial al apartado 1 del artículo 27 de la UNCLOS 82 visto en el apartado anterior referente 

al régimen del M.T. recogido en esta Convención. Todo esto no niega la competencia de los 

órganos jurisdiccionales españoles para ordenar detenciones o realizar investigaciones a bordo 

de buques extranjeros por delitos cometidos por éstos a su paso por el mar territorial 

procedente de aguas interiores. Tampoco quita que las competencias sobre buques 

extranjeros vayan más allá de lo aquí expresado, sobre todo en lo relativo a los delitos de 

tráfico de drogas o sustancias estupefacientes, en virtud de lo reflejado en la L.O.P.J. o en los 

Convenios Internacionales ratificados por España y que se expresarán en el siguiente capítulo 

También según el artículo 45 de la Ley 14/2014, a petición del Capitán del buque o de un 

representante diplomático o consular del Estado del pabellón, los órganos jurisdiccionales 

españoles podrán proceder a ordenar detenciones o realizar investigaciones en relación con 

los delitos que se hayan cometido a bordo del buque extranjero. 

Todas cuantas actuaciones y diligencias se lleven a cabo sobre el buque deberán ser 

notificadas a un representante consular o diplomático del pabellón (art. 46). 

El Capítulo V de esta Ley recoge un aspecto muy importante para la lucha contra el tráfico de 

drogas por vía marítima: el derecho de persecución y visita. Estas disposiciones ya se 

encontraban reguladas en la Convención de Jamaica del 82, como se ha visto, y la Ley 14/2014 

no hace más que adecuarse a esta normativa. Así el art. 48 de la Ley 14/2014 determina que 

los derechos de persecución y de visita se ejercerán por las causas y en la forma en que se 

establecen en la Convención de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar y demás convenios 

internacionales que resulten de aplicación. Por tanto estos derechos se llevarán a cabo en la 

forma ya vista. El Buque, embarcación o artefacto detenido podrá ser conducido al puerto 

español más próximo, a los efectos de realizar la pertinente instrucción para la averiguación de 

los hechos, imposición de la sanción y exigencia de las responsabilidades que, en su caso, 

correspondan (art. 49). El extremo de este artículo 49 aclara así las actuaciones que se podrán 

realizar sobre un buque extranjero detenido bajo estas circunstancias.  

El artículo 297 del Texto Refundido de la Ley de Puertos 2/2011 que también se encuentra en 

vigor, determina las medidas de garantía de la navegación marítima y del medio marino en la 

misma línea, como hemos visto, que la Ley de Navegación Marítima 14/2014. En las aguas en 

las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, el Ministerio de Fomento a 

                                                           
79  Desarrollada por  la  Ley Orgánica (L. O.) 6/1985 de 1 de Julio del Poder Judicial, publicada en el B.O.E. núm. 157 
de 2 de Julio de 1985 y modificada parcialmente por la L. O. 1/2014 de 13 de Marzo, publicada en el B.O.E. núm. 63 
de 14 de Marzo relativa a la Justicia Universal. 
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través de las Autoridades Portuarias80 y Capitanías Marítimas podrá visitar, condicionar el 

fondeo, apresar, iniciar procedimientos judiciales y, en general, adoptar las medidas necesarias 

sobre los buques que vulneren o puedan vulnerar la seguridad de la navegación y prevenir la 

contaminación del medio marino. 

Las Capitanías marítimas se encuentran reguladas en el artículo 266 del Texto Refundido de la 

Ley de Puertos y Marina Mercante81 y son el órgano rector del puerto y aguas portuarias, 

periférico de la Administración marítima y dependientes del Ministerio de Fomento. El Capitán 

Marítimo ejercerá la dirección, organización y control de todos los servicios de la Capitanía 

Marítima y entre otras las siguientes funciones relacionadas con la prevención de actos ilícitos: 

a) La autorización o prohibición de entrada y salida de buques en aguas situadas en zonas 

en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, así como el 

despacho de buques, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que 

correspondan a otras autoridades. 

b) La dirección y control organizativos de la función inspectora de los buques civiles 

españoles, de los que se hallen en construcción en España, de los extranjeros en casos 

autorizados por los acuerdos internacionales y de las mercancías a bordo de los 

mismos, especialmente de las clasificadas internacionalmente como peligrosas, así 

como de los medios de estiba y desestiba en los aspectos relacionados con la 

seguridad marítima. 

c) Y, en general, todas aquellas funciones relativas a la navegación, seguridad marítima, 

salvamento marítimo y lucha contra la contaminación del medio marino en aguas 

situadas en zonas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o 

jurisdicción, en las que quedan incluidas las aguas de las zonas de servicio de los 

puertos. 

Estas medidas se podrán adoptar sin perjuicio de las que puedan decidir otros organismos o 

administraciones públicas tanto para la preservación del medio ambiente como para la 

inspección y control de buques. Según su artículo 301, a los efectos de prevenir las actividades 

ilícitas o el ejercicio de cualquier tráfico prohibido, el Gobierno podrá impedir, restringir o 

condicionar la navegación de determinadas categorías de buques civiles en las aguas 

interiores, el mar territorial o la zona contigua. Este aspecto se regula de la misma manera que 

lo hace la Ley de Navegación Marítima 14/2014. 

                                                           
80   Las Autoridades Portuarias se encuentran reguladas por el artículo 24 del Texto Refundido de la Ley de Puertos y 
Marina Mercante 2/2011. Son organismos públicos con personalidad jurídica y patrimonio propio y con plena 
capacidad de obrar, dependen del Ministerio de Fomento, a través del ente público Puertos del Estado. Sus 
principales competencias se encuentran reflejadas en el artículo 25, y se basan principalmente en la prestación y 
gestión de servicios portuarios, ordenación de las zonas de servicio portuario y la explotación y gestión económica 
de la actividad portuaria. 
 
81 Este artículo está todavía en vigor, pero la letra g) de su punto 4 tiene una nueva redacción dada por la 
disposición derogatoria única, disposición final tercera seis de la Ley 14/2014 de 24 de Julio, de Navegación 
Marítima. 
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Ilustración 9-Aguas jurisdiccionales Españolas. Fuente slideshare.net 

Todas estas distinciones dadas en las diferentes zonas marítimas por el ordenamiento interno 

se determinan de igual manera que en la normativa internacional para adecuarse a esta y su 

ordenamiento jurídico también se adecua así al ámbito internacional. Por tanto, cualquier zona 

no contenida en estos espacios marítimos jurisdiccionales o sobre los que España posee algún 

tipo de jurisdicción se considerarán Alta Mar. 

Como se ha visto en el ordenamiento jurídico internacional y en la normativa nacional que se 

adecúa a estos instrumentos jurídicos, el Estado ribereño podrá realizar detenciones o 

investigaciones a bordo de un buque extranjero cuando este se encuentre en su mar territorial 

o proceda de un puerto situado dentro de estos límites. De acuerdo al artículo 317 del 

TRLPEMM 2/2011 [...] el personal con funciones de inspección o control estará facultado para 

acceder a las superficies e instalaciones objeto de concesión o autorización situadas en la zona 

de servicio de los puertos o a los buques y plataformas de pabellón español o, con las 

limitaciones, en su caso, establecidas en los Convenios Internacionales suscritos por España, a 

los de pabellón extranjero que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España 

ejerce soberanía derechos soberanos o jurisdicción, salvo que tuvieran la consideración legal de 

domicilio, en cuyo caso la labor inspectora deberá ajustarse a las reglas que garantizan su 

inviolabilidad [...]. La entrada y registro que se realice a bordo de un buque se efectuará en los 

mismos términos como si se realizase dentro del territorio nacional, por tanto, deberá ser 

conforme al ordenamiento jurídico nacional. 

La Constitución Española de 1978, publicada en el B.O.E. Núm. 311 de 29 de Diciembre de 

1978, norma suprema del ordenamiento jurídico Español, establece en su artículo 18.2 que "el 

domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del 

titular o resolución judicial". Así cualquier entrada y registro que se efectúe en el buque por 

haber incumplido presumiblemente la legislación del Estado se efectuará de acuerdo a este 
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principio de inviolabilidad. Atendiendo a la doctrina de Jurisprudencia82 al efecto y a las 

sentencias que vienen a colación sobre este principio, la Sentencia del Tribunal Constitucional 

(STC) 94/1999 de 31 de Mayo establece como domicilio [...] un espacio que entraña una 

estrecha vinculación con su ámbito de intimidad [...] apto para desarrollar la vida. Por tanto 

esto solo se aplicará a buques o embarcaciones que puedan servir como morada y con 

espacios al efecto para ello. Existen embarcaciones que no poseen características de domicilio 

como así lo recoge la STC 103/2002 de 17 de Junio [...] verdadera naturaleza del barco, 

asimilable a un vehículo de motor y no a un domicilio en cuanto reducto de intimidad. [...] es 

abundante la jurisprudencia del Tribunal Supremo que niega la condición de domicilio a dichos 

vehículos porque en ellos no se desarrolla vida intima del sujeto registrado, con las conocidas 

excepciones de las auto caravanas o "roulottes". En este caso en cuestión el buque era un 

pesquero y según recoge el relato fáctico, [...] en él los propietarios faenaban habitualmente la 

pesca del pulpo con nasas [...]. Así se puede entender que los magistrados determinan el 

domicilio según las características del buque. Aún así dentro del buque o embarcación existen 

distintos espacios físicos que pueden ser considerados domicilio o no. Así los espacios 

comunes no vienen a ser comprendidos como domicilio por la jurisprudencia pero en cambio 

los camarotes merecen la calificación de domicilio. Prueba de ello las distintas sentencias del 

supremo como la 624/2002 de 10 de Abril o la 19/2004 de 12 de Julio y la 1009/2006 de 18 de 

Octubre [...] ningún problema se plantea para reconocer la condición de domicilio al camarote 

de un barco como un lugar separado donde uno de sus tripulantes o viajeros se independiza de 

los demás que comparten las zonas comunes para desarrollar su privacidad en la medida que 

lo desee [...].  

También la doctrina establece que según las condiciones del momento los espacios cerrados 

de la embarcación no sean considerados camarote. A tal efecto, lo refleja el Auto del Tribunal 

Supremo 1714/2013 de 14 de Febrero donde expresa que al tratarse de una embarcación no 

muy grande y encontrarse en su interior 108 fardos de hachís que ocupaban los espacios 

cerrados utilizados normalmente como camarotes, [...] la embarcación en cuestión está llena 

de fardos, quedando imposibilitado el ejercicio de la intimidad personal [...] 

En referencia a los delitos de contrabando que se puedan realizar en las aguas jurisdiccionales 

españolas, como se ha visto en la introducción, quedan regulados por la Ley de Contrabando   

L. O. 6/2011, y en su artículo 16 recoge que [...] en el ejercicio de sus funciones de control y 

vigilancia, los servicios de aduanas podrán efectuar el reconocimiento y registro de cualquier 

vehículo o medio de transporte, caravana, paquete o bulto. Los funcionarios adscritos a la 

aduana de la que dependa un recinto aduanero, en el ejercicio de sus funciones, tendrán acceso 

libre, directo e inmediato a todas las instalaciones del recinto83 donde pueda tener lugar la 

vigilancia y control aduanero o fiscal, previa identificación en su caso [...]. 

                                                           
82   Se entiende por jurisprudencia a la doctrina establecida por los órganos judiciales del Estado (por lo general, el 
Tribunal Supremo) que se repiten en más de una resolución, es decir, sentencias firmes dictadas por los jueces en 
una misma cuestión. Ver a este respecto el art. 1.6 del Código Civil. 
 
83  Recinto Aduanero. Art. 1.4 de la L. O. 6/2011 de Represión del Contrabando: " todo lugar habilitado por los 
órganos competentes del Ministerio de Economía y Hacienda para: 

a) La presentación en aduana de las mercancías no comunitarias que hayan sido introducida en el territorio 
español.  

Este precepto incluye por tanto todo recinto portuario. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Supremo
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De acuerdo a lo expuesto por el legislador en este artículo, se podrá efectuar cualquier 

reconocimiento en buques por los servicios de aduanas84 (por ser medio de transporte con las 

medidas legales para ello) en los espacios donde se efectúe un control fiscal o aduanero, esto 

es por tanto, las aguas portuarias e interiores así como el mar territorial y la zona contigua. 

Este aspecto inspector se complementa con lo reflejado en el Decreto 1002/61 de 22 de Junio 

que regula la vigilancia marítima de Vigilancia Aduanera donde en su artículo 3 expresa: 

"Las unidades pertenecientes a este Servicio como tales auxiliares de la Marina de Guerra, 

podrán a cualquier hora del día o de la noche detener, registrar y aprehender a los buques 

españoles y también extranjeros sospechosos de conducir contrabando que naveguen por las 

aguas fiscales españolas. 

La persecución de los buques extranjeros deberá comenzarse en cuanto aquellos se encuentren 

en aguas interiores o jurisdiccionales españolas, pudiendo continuar fuera del mar territorial a 

condición de que no sea interrumpida. 

En relación con los buques españoles, la persecución podría efectuarse en cualquier caso y 

circunstancia. En ambos casos, la persecución deberá cesar al entrar el buque perseguido en 

aguas territoriales de otra potencia". 

En este artículo ya apreciamos como las autoridades Aduaneras, como auxiliares de la marina 

de guerra, pueden ejercer su total jurisdicción en las aguas fiscales españolas, esto es por 

tanto, hasta las 24 millas náuticas desde las líneas de base donde se mide el mar territorial, 

para reprimir y sancionar los delitos de contrabando y entre ellos el tráfico ilícito de drogas y 

sustancias estupefacientes. 

En el caso de que el buque que los servicios antidroga de un Estado pretendan abordar se 

encuentre en alta mar y no sea de su mismo pabellón, se necesitará que la actuación se 

adecúe a Derecho. Esto se verá en el siguiente capítulo cuando se hable de la Justicia Universal 

y de los Convenios Internacionales, al efecto, ratificados por España. No obstante el organismo 

actuante deberá poseer en todo momento la pertinente autorización para realizar este tipo de 

actuaciones sobre un buque extranjero. Este tipo de actuaciones se efectúan, principalmente, 

y más concretamente por los servicios que efectúan este tipo de operaciones en España, bajo 

el amparo de un Auto Judicial85 de Abordaje86. Este auto acomoda así el abordaje a las normas 

                                                                                                                                                                          
 
84 Estos servicios son Vigilancia Aduanera y el resguardo fiscal del Estado integrado por la Guardia Civil, 
principalmente, y cuyas funciones y actuaciones se desarrollaran en otro capítulo.  
 
85   Un Auto es una resolución  judicial por la cual el juez o tribunal resuelve una cuestión que se pueda plantear en 
el asunto principal del litigio. De esta manera se expresa judicialmente que la actuación de abordaje es legal 
conforme a derecho. 
 
86  Ver como ejemplo: Sentencia de la Audiencia Nacional 14/2012 de 20 de Marzo, donde recoge que [...] Por 
informaciones internacionales de carácter policial (SOCA, Serious Organised Crime Agency, Agencia contra el crimen 
organizado de Reino Unido), la autoridad policial española tuvo conocimiento que existía una embarcación-tripulada 
por el procesado-que estaba realizando un transporte de cocaína...Ante tales informaciones que acreditan una carga 
ilícita en alta mar, se solicitó auto de abordaje de la embarcación...que fue concedido en fecha 11 de Junio de 2011, 
produciéndose el abordaje en la madrugada del 12 de Junio de 2011 cuando el barco se hallaba en coordenadas 36ּף 
09' N y 12ּ39 ף' W (160 millas aprox. al Sur Oeste del cabo San Vicente, alta mar) [...]. 
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establecidas en el convenio internacional visto y que España ha ratificado y a las que veremos 

en el siguiente capítulo. También se acomoda al derecho español que establece según el 

artículo 561 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que (nadie) "Tampoco podrán entrar y 

registrar en los buques mercantes extranjeros sin la autorización del capitán, o si este la 

denegare, sin la del Cónsul de su nación87". Cabe destacar que las embarcaciones deportivas o 

de recreo o que no se dediquen a actividades comerciales no se consideran buque mercantes, 

y por tanto, no les es de aplicación este precepto, como así lo recoge la jurisprudencia88. Pero 

también se necesita la autorización de las autoridades del pabellón para efectuar el abordaje, 

salvo que el buque carezca de él como se vio anteriormente, o que el propio capitán de la nave 

lo autorice.  Asunto difícil en este tipo de ilícitos ya que el Capitán, que es consciente del 

delito, no lo autorizará tan fácilmente y el conocimiento previo por parte de la tripulación del 

buque sospechoso de una intervención marítima sobre ellos puede poner en riesgo la 

operación. Tanto desde el punto de vista de la seguridad de los agentes actuantes como por la 

destrucción de pruebas del ilícito.  

El Auto judicial debe recoger los siguientes aspectos89: 

½ La autorización para interceptar y abordar el buque sospechoso. 

½ La autorización para inspeccionarlo y, en su caso, para asegurar la droga aprehendida. 

½ La autorización para realizar las detenciones (su realización deberá ir acompañada de 

información de derechos a los detenidos correspondientes, incluyendo además que 

van a ser trasladados al puerto (Español si el pabellón actuante es este) más próximo. 

½ La autorización judicial para abordar el barco aunque este carezca de bandera física o 

se encuentre probado que utiliza dos o más, para así adecuar la actuación a derecho. 

Aunque atendiendo a la interpretación de las leyes podría no ser necesario. 

½ La autorización para llevar a cabo la inspección técnica y eléctrica del barco para 

asegurar su buen funcionamiento. 

A modo de ejemplo de los Autos de Abordaje podemos estudiar la Sentencia de la Sala de lo 

Penal del Tribunal Supremo90, nⱤ 209/2007 de 9 de Marzo de 2007. En una operación marítima 

efectuada por el Buque de Operaciones Especiales "Petrel I" de Vigilancia Aduanera, en 

colaboración con el Cuerpo Nacional de Policía, a través  de una dotación del Grupo Especial 

de Operaciones (GEOS), se abordó a más de 3000 millas náuticas de Canarias, en aguas 

internacionales, el pesquero Alexandra con pabellón de Venezuela sospechoso de transportar 

                                                           
87   Aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Publicada en el B.O.E. núm. 260 de 17 de Septiembre 
de 1882 y en vigor desde el 3 de Enero de 1883. 
 
88   Ver STS de 25 de Septiembre de 2001 y de 10 de Abril de 2002. 

 
89   MENDOZA MARTÍNEZ, J. I. Consideraciones Jurídico-Procesales sobre el tráfico de  sustancias estupefacientes 
por rutas marítimas. Trabajo fin de curso para el "Curso de Experto Universitario en Investigación Criminal" 
2009/2010, del Instituto Universitario " General Gutiérrez Mellado"; op.cit. 
 
90  Vista en el documento resumen de la doctrina jurisprudencial de la Sala de lo Penal para el año judicial 2006-
2007 del gabinete técnico de la Sala Segunda del Tribunal Supremo. 
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sustancias estupefacientes. El Comisario Jefe de la UDYCO91, en escrito de 02/06/2003 dirigido 

al Juzgado Central de Instrucción nⱤ 1 solicita autorización para el ABORDAJE del barco 

Alexandra de bandera de la Republica de Venezuela, para proceder a su posterior traslado al 

puerto Español más cercano y proceder, en su caso, a su entrada y registro. El juez en Auto de 

igual fecha, autoriza a interceptar y abordar, si fuera necesario en aguas internacionales. En su 

momento (Folio 75 del Tomo I) se solicita autorización para proceder al abordaje del barco 

Alexandra. Mediante comunicación de 02/06/2003 del Ministerio de Relaciones Exteriores de 

Venezuela, dirigida a la Embajada del Reino de España en el Gobierno de la República 

Bolivariana de Venezuela, se concede al Gobierno del Reino de España autorización para 

abordar e inspeccionar el buque, con la voluntad expresada por el Estado Venezolano de 

contribuir en todo lo posible contra el flagelo del tráfico ilícito de estupefacientes y hace 

constar que la autorización queda sujeta a las seis condiciones que se especifican en el folio 

mencionado: 

1. Se concede por vía excepcional solamente para el caso del buque privado Alexandra. 

2. Comprende el abordaje e inspección del buque solamente para constar que se 

encuentra o no implicado en actividades relacionadas con el tráfico ilícito de 

estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

3. En caso de encontrar evidencias relacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes y 

sustancias psicotrópicas, se podrán, tomar las medidas adecuadas para detener el 

buque y su tripulación, dentro los límites establecidos en el párrafo 5 del art. 17 de la 

Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 

Psicotrópicas. 

4. El Gobierno de la República bolivariana de Venezuela se reserva la jurisdicción sobre el 

buque, la tripulación y los bienes de abordo, en caso de encontrarse evidencia que 

sustente que el buque privado ALEXANDRA se encuentra implicado en actividades 

relacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas. La 

entrega del buque a las autoridades navales venezolanas se llevará a cabo en un punto 

de encuentro acordado previamente. 

5. El Gobierno del Reino de España será responsable de los daños y perjuicios que sus 

autoridades puedan ocasionar durante la ejecución del abordaje y la inspección. 

6. El Gobierno de la República bolivariana de Venezuela agradecerá altamente a las 

autoridades españolas de suministrar la información pertinente acerca de las acciones 

tomadas y de los resultados obtenidos. 

El buque Alexandra fue abordado en la madrugada del 4/06/2003 y remolcado por el Petrel I 

en dirección a Canarias conforme a lo acordado en la autorización judicial, y por falta de 

flotabilidad a causa de una vía de agua, se produjo su hundimiento en la madrugada del 

5/06/2003 a las 4,15 horas. Este hecho, según el Juez de la causa, [...] es causa de 

incumplimiento de algunos de los condicionantes impuestos por el Gobierno de Venezuela en la 

autorización del abordaje, pero, ni extiende las consecuencias a la valoración de la prueba 

                                                           
91  Unidad de Drogas y Crimen Organizado del Cuerpo Nacional de Policía. 
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obtenida ni constituye un motivo que pueda invalidar el proceso, sino que al tratarse de la 

inobservancia de determinadas condiciones impuestas por el Gobierno de Venezuela, esto 

afectará a las relaciones entre los Estados partes del Convenio de Viena, y en todo caso 

generaría una cuestión entre dichos Estados, pero ajena al proceso penal [...]. 

Como se ha comprobado en esta sentencia se pueden realizar actuaciones en materia de 

tráfico ilícito de drogas y sustancias estupefacientes en alta mar sobre buques de pabellón 

diferentes del de los actuantes, cuando estos no gocen de completa inmunidad (buques no 

privados, de guerra o afectos al servicio de un gobierno). Para ello se deberá actuar conforme 

a la normativa internacional vista, solicitando la autorización al estado del pabellón. El Estado 

del pabellón del buque abordado puede estipular normas al efecto, y como se ha visto, el 

incumplimiento de estas normas que prevé la autorización de inspección y abordaje de la nave 

no vulnera (STS nⱤ 1562/2003 de 25 de Noviembre de 2003) un derecho de los acusados ni 

constituye un motivo que pueda invalidar el proceso, ni condiciona la jurisdicción del Estado 

que la ejerza de acuerdo a su propio derecho penal internacional. 
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2. TRATADOS MULTILATERALES DE 

CARÁCTER INTERNACIONAL QUE 
REGULAN LA LUCHA CONTRA EL 

TRÁFICO DE DROGAS EN SUS 
PRESCRIPCIONES PARA LOS ESPACIOS 

MARÍTIMOS 
 
 
2.1 JUSTICIA UNIVERSAL 
 
Como se ha visto en el capítulo anterior, las actuaciones contra el tráfico de drogas en los 

espacios marítimos internacionales que no se encuentran sujetos a la soberanía de ningún 

estado deben adecuarse también al Derecho Penal Internacional92. Para ser conformes a 

derecho, deben realizarse de acuerdo a la  Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del 

Mar (CNUDMAR 82) respecto de los extremos repasados en el  capítulo primero, a la 

Convención de Naciones Unidas de 1.988 contra el tráfico ilícito de estupefacientes que se 

verá en este capítulo, así como a la competencia de los Tribunales Españoles para ser 

conocedores de los delitos relativos al tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y 

estupefacientes que se efectúen más allá de sus fronteras marítimas, cuando España sea el 

Estado actuante. 

La potestad de los jueces Españoles de conocer los delitos cometidos fuera de nuestras 

fronteras es lo que se conoce como " justicia universal". Esta justicia universal se encuentra 

desarrollada en la Ley Orgánica (L. O.) 6/1985 de 1 de Julio del Poder Judicial93, publicada en el 

B.O.E. núm. 157 de 2 de Julio de 1985 y modificada parcialmente por la L. O. 1/2014 de 13 de 

Marzo, tras su aprobación y publicación en el B.O.E. núm. 63 de 14 de Marzo relativa a la 

Justicia Universal. 

Esta ley de justicia universal, que desarrolla el artículo 23 de la L. O., se establece por la 

aplicación del principio excepcional de extraterritorialidad del delito, aplicable cuando el 

                                                           
92  El Derecho Penal Internacional es la rama del ordenamiento internacional cuya misión es proteger los bienes 
jurídicos más importantes del orden social internacional frente a las formas de agresión más graves, mediante 
normas dirigidas a los individuos cuya infracción genera la responsabilidad penal individual de los mismos en 
derecho internacional. Hoy en día nos encontramos con tribunales penales internacionales "ad hoc", tribunales 
híbridos, una Corte Penal Internacional de carácter permanente y tribunales nacionales actuando bajo el principio 
de jurisdicción universal. Todas ellos enjuician crímenes internacionales en aplicación y desarrollo del Derecho Penal 
Internacional, que ha sido incorporado también en gran medida a los ordenamientos internos. 
 
93   Modificada parcialmente por las L. O. 16/94 de 8 de Noviembre y 5/97 de 4 de Diciembre. 
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individuo vaya a ser juzgado por un Estado donde no se cometió el delito. Esto sucede con los 

delitos de tráfico de drogas cometidos en alta mar y que no se consideran, ya que este espacio 

marítimo no se encuentra sometido a la jurisdicción de ningún país, cometidos en territorio 

alguno. Esta ley se fundamenta principalmente en evitar la impunidad de los delitos que 

afectan a la comunidad internacional como sucede con el tráfico de drogas. 

Antes de la última modificación de la Ley Orgánica del Pode Judicial (LOPJ), la competencia de 

los Tribunales Españoles para conocer los delitos que se cometieran fuera de su territorio, 

como los que suceden en aguas internacionales, era conforme al derecho nacional de 

enjuiciamiento de este tipo de delitos internacionales  y no había ninguna duda al respecto 

siempre que las actuaciones se llevase a cabo conforme al derecho internacional y se 

dispusiese del correspondiente Auto de Abordaje como se ha visto . A este respecto queda 

clara la redacción del artículo 23.4 de la L. O. 6/85: [...] será competente la jurisdicción 

española para conocer de los hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio 

nacional susceptible de tipificarse, según la ley penal española, como alguno de los siguientes 

delitos: 

a) Genocidio 

b) Terrorismo 

c) Piratería y apoderamiento ilícito de naves 

d) Falsificación de moneda extranjera. 

e) Los relativos a la prostitución. 

f) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y estupefacientes. 

g) Y cualquier otro que, según los tratados o convenios internacionales, deba ser 

perseguido en España. 

Estos supuestos serán de aplicación siempre que el delincuente no haya sido absuelto, 

indultado o penado en el extranjero o, en este último caso, no haya cumplido la condena (por el 

mismo delito). Si solo la hubiese cumplido en parte se le tendrá en cuenta para rebajarle 

proporcionalmente lo que corresponda. 

Por el contrario con la nueva redacción de la "justicia universal" dada por la L. O. 1/2014 de 13 

de Marzo la capacidad de los jueces para investigar crímenes cometidos fuera del territorio 

nacional queda mermada. Esta reforma llevada a cabo por el Gobierno Español ha sido muy 

criticada por jueces, fiscales, defensores de derechos y por la opinión pública en general. Los 

casos más sonados han sido la liberación, por parte de la Audiencia Nacional en apenas un 

mes, de 28 narcotraficantes que se encontraban a espera de juicio por la reforma de la justicia 

universal, los cuales habían sido detenidos en aguas internacionales por servicios Españoles, 

cuando transportaban sustancias estupefacientes a bordo de buques sin pabellón o de 

pabellón extranjero. La justificación que da la Audiencia Nacional es que la reforma del artículo 

23.4 de la LOPJ restringe la justicia universal y les obliga a liberar a estos presuntos 

delincuentes ya que España no puede perseguir judicialmente a narcotraficantes extranjeros 
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en aguas internacionales cuando viajan en barcos sin bandera española y no esté acreditado 

que pretendan alijar la droga en territorio español.  

Atendiendo a la lectura de la nueva redacción de este artículo 23.4, efectuada por la L. O. 

1/2014: Igualmente, será competente la jurisdicción española para conocer de los hechos 

cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional susceptibles de tipificarse, 

según la ley española, como alguno de los siguientes delitos cuando se cumplan las condiciones 

expresadas: 

a) Genocidio, lesa humanidad o contra las personas y bienes protegidos en caso de 

conflicto armado, siempre que el procedimiento se dirija contra un español o contra un 

ciudadano extranjero que resida habitualmente en España, o contra un extranjero que 

se encontrara en España y cuya extradición hubiera sido denegada por las autoridades 

españolas  

d) Delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o 

sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los 

ciudadanos extranjeros y delitos contra la seguridad de la navegación marítima que se 

cometan en los espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados ratificados 

por España o en actos normativos de una Organización Internacional de la que España 

sea parte  

i) Tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, siempre 

que: 

 ,el procedimiento se dirija contra un español; o ףּ.1

 cuando se trate de la realización de actos de ejecución de uno de estos delitos o de ףּ.2

constitución de un grupo u organización criminal con miras a su comisión en territorio 

español; 

Este tipo de delitos solo serán perseguibles en España previa interposición de querella por el 

agraviado o por el Ministerio Fiscal. 

A la lectura de esta nueva redacción se puede apreciar, a primera vista, que los delitos de 

tráfico de drogas cometidos en buques de pabellón extranjero situados en aguas 

internacionales donde España no posee jurisdicción y el acto no se vaya a cometer en territorio 

español (caso de destino de la droga a España) no puede ser perseguido por tribunales 

Españoles. Si atendemos bien a la redacción de este punto 4 podemos ver que existe una 

cierta contradicción entre el apartado d) y el apartado i). En el primero el legislador deja claro 

que serán competentes los tribunales para conocer los delitos de tráfico de drogas cometidos 

fuera del territorio, en los espacios marinos, por extranjeros, en los supuestos previstos en los 

Convenios Internacionales en los que España sea parte. Este precepto entra en discrepancia 

con la letra i) del mismo apartado en el que vuelve a tratar el delito de tráfico de drogas pero 

en este caso limita el conocimiento, donde antes no limitaba, a que el delito lo cometa un 

español o el delito se vaya a cometer en España, es decir, que las drogas i sustancias 

estupefacientes tengan como destino nuestro país. Estamos pues, y en opinión del autor de 

este trabajo, ante un problema jurídico de interpretación de la ley.  



Carlos Cabanas Oliveira 
 

~ 60 ~  
 

Nadie discute que el tráfico de drogas es delito castigado en nuestro país y en la totalidad de 

comunidad internacional, lo que supone que estamos ante un delito internacional.  

Los delitos internacionales deberán estar reconocidos dentro del Derecho Internacional como 

es el caso, y dentro del derecho marítimo internacional como se ha visto al estudiar la 

CNUDMAR 82. Además cabe la paradoja de que existe un Convenio internacional de Naciones 

Unidad contra el tráfico ilícito de estupefacientes, que se desarrollará en este capítulo, que 

prevé un artículo específico para evitar el tráfico ilícito por mar de estas sustancias, al igual que 

la CNUDMAR 82 estipulaba la cooperación entre estados en esta materia. Estamos pues ante 

normas de derecho internacional de rango superior, en la jerarquía jurídica a la normativa 

Española, que si avalan estas actuaciones, siempre y cuando como dijimos, se lleven a cabo 

con las conductas expresadas. El Estado Español, al pasar a formar parte de los tratados 

internacionales mediante su instrumento de ratificación, asume deberes y obligaciones con 

respecto a ellos en virtud del Derecho Internacional. Antes de que entrara en vigor esta 

reforma de la justicia universal, el CICO94 a través del Ministerio del Interior, notificó que esta 

reforma podía impedir el abordaje de barcos que transporten drogas en alta mar. Así con la 

redacción pretendida solo se podrían aprehender buques que transportasen droga, sustancias 

psicotrópicas, tóxicas o estupefacientes cuando el procedimiento se dirigiese contra un 

español, cuando el abordaje se produzca con la autorización del Estado de pabellón, y cuando 

se tratase de actos que se fuesen a cometer en España. Esta redacción inicial dejaba entrever 

que solo se podrían abordar los buques que cumpliesen estas tres premisas. 

Con la nueva redacción, a mi entender, se pretende que ya no sean necesarias todas las 

premisas, así que, existiendo autorización del Estado del pabellón como normalmente es el 

caso, mediante auto de abordaje, se podrá proceder como se venía realizando hasta ahora. 

Además, se cumplen los acuerdos internacionales suscritos por España al efecto, por tanto 

deberes y obligaciones frente a ellos, y aunque los barcos no posean pabellón español y sean 

tripulados por extranjeros las organizaciones criminales normalmente desarrollan su actividad 

en España o en países con los que España mantiene acuerdos bilaterales en materia de 

prevención de tráfico de drogas como se verá más adelante. Por tanto a mi entender los 

tribunales españoles son plenamente competentes para conocer, de estos delitos, cometidos 

más allá de nuestras fronteras marítimas por extranjeros y a bordo de buques con pabellón no 

nacional. 

La negativa de los tribunales Españoles a no perseguir este tipo de delitos, que no es unánime 

entre todos los magistrados de la Audiencia Nacional, se debe a mi entender, a un enfado 

generalizado de la Judicatura del Estado por tener que archivar otro tipo de causas por delitos 

cometidos en el extranjero que estaban siendo investigados por juzgados Españoles, al 

modificarse la justicia universal. 

Durante la elaboración de este trabajo se ha visto como esta nueva Ley Orgánica ha dado 

mucho que hablar y se han producido contradicciones a la hora de su interpretación entre 

diferentes Magistrados. Ha producido  discusiones de si el Estado Español es competente para 

                                                           
94  Centro de Inteligencia Contra el Crimen Organizado (CICO), creado por el Real Decreto 991/2006, de 8 de 
septiembre. Actualmente CITCO por el R. D. 873/2014 de 10 de Octubre de 2014. 
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el conocimiento de estos ilícitos  cuando se producen fuera de sus fronteras o no se cometan 

por españoles o la droga no tenga como destino España. La gran mayoría de las causas que se 

han abierto en juzgados españoles tras la aprobación de esta ley, por este tipo de delitos, se 

han trasladado a la Audiencia Nacional por inhibición95 del Juez instructor. Al llegar al Juzgado 

de Instrucción de la Audiencia Nacional el caso se ha transmitido al ministerio fiscal que 

reconoce a los Tribunales Españoles como competentes para conocer este tipo de delitos y por 

ende su juicio. Finalmente el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional aprueba por 

mayoría de votos de los Magistrados la liberación de los presuntos detenidos por este ilícito ya 

que según ellos: "España no tiene jurisdicción para perseguir el delito de narcotráfico si afecta 

a personas extranjeras detenidas en embarcaciones que naveguen en aguas internacionales si 

el barco no tiene pabellón español o no se acredita que el destino de la droga sea España." Esta 

interpretación de la Ley se debe a la limitación sobre la justicia universal que ha introducido la 

nueva redacción de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Esta interpretación ha llevado, durante 

el año 2014, a la puesta en libertad por parte de la Audiencia Nacional de más de 50 

narcotraficantes que estaban siendo juzgados bajo estas premisas. Como ejemplo vemos el 

Auto del Juzgado Central de Instrucción NⱤ 3 de Madrid de 11 de Abril de 2014 donde se 

siguen las diligencias del Procedimiento Abreviado 31/2014. En este Auto se exponen los 

Razonamientos Jurídicos que llevan a D. Javier Gómez Bermúdez, Magistrado-Juez del Juzgado 

Central de Instrucción NⱤ 3 de la Audiencia Nacional a tomar esta decisión. 

Entre otros razonamientos, expresa que otros jueces, en distintos procedimientos anteriores 

resolviendo casos prácticamente idénticos a este, se han pronunciado de igual manera que él. 

Estos jueces se han pronunciado sobre cuestiones esenciales relativas al contenido y alcance 

de la nueva redacción dada al artículo 23.4 de la L.O.P.J. 1/2014.  Según el juez Bermúdez,..."la 

vinculación del juez a la Ley es piedra angular del sistema de justicia y una de las mayores 

garantías para el ciudadano frente a la arbitrariedad...", "...el juez debe aplicar la ley, le guste 

o no...". Asimismo expresa que " el artículo 23 de la L.O.P.J. fija la extensión y límites de la 

jurisdicción española combinando los criterios de territorialidad y personalidad de forma tal 

que resultando ser el ejercicio de la jurisdicción penal un manifestación de la soberanía del 

Estado, a cada uno corresponde, en principio, conocer de todos los hechos punibles que se 

cometen en su territorio, cualquiera que sea la nacionalidad del sujeto activo del delito y del 

bien jurídico protegido (principio de territorialidad, art. 23.1 L.O.P.J.) y, además, el 

conocimiento de los delitos cometidos fuera del territorio nacional siempre que los 

criminalmente responsables fueren españoles o extranjeros que hubieren adquirido 

posteriormente la nacionalidad española..." De acuerdo a estos criterios, según el juez 

Bermúdez, en el caso que ocupa a este Auto, que es la detención de ocho ciudadanos Sirios 

que fueron detenidos por Vigilancia Aduanera el 15 de Marzo de 2014 a bordo del buque de 

pabellón de Sierra Leona Mayak cuando navegaban por el Mar de Alborán a 30 millas náuticas 

al sur de Málaga (aguas internacionales) con 12 toneladas de hachís a bordo, [...] "no es posible 

considerar que los tribunales españoles tengan jurisdicción para la instrucción  y enjuiciamiento 

de los hechos que nos ocupan."  Fuera de los principios de territorialidad y personalidad 

expresados, acogiendo el principio de persecución universal,...España solo tendría jurisdicción 

                                                           
95   La inhibición de un juzgado o inhibitoria consiste en librar una orden instruida a un juez para que se abstenga de 
conocer e iniciar el proceso, y remita el expediente y diligencias practicadas al tribunal competente.  
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para conocer de estos hechos por la vía de la justicia universal [...] ya que no consta la 

intervención de ningún español en los hechos ni que la droga fuese destinada a España. Nos 

encontramos ante un delito de tráfico de sustancias estupefacientes cometido por ciudadanos 

extranjeros fuera del territorio nacional y, según el apartado d) del ordinal 4Ɽ del artículo 23 de 

la LOPJ, donde se expresa que la jurisdicción española es competente para conocer de los 

hechos cometidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional, los delitos de 

tráfico ilegal de drogas tóxicas , estupefacientes o sustancias psicotrópicas, que se cometan en 

los espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados ratificados por España o en 

actos normativos de una Organización Internacional en la que España sea parte. En los 

tratados ratificados por España el más importante en este caso es la Convención de Naciones 

Unidas contra el Tráfico ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, hecha en Viena el 

20 de Diciembre de 1988, que regula en un artículo concreto el tráfico ilícito por mar. El Juez 

Bermúdez solo hace referencia en sus Razonamientos Jurídicos a la parte de la Convención 

donde el Estado debe declararse competente para conocer estos delitos. No hace referencia a 

la parte de la Convención (como veremos en el apartado de la Convención) donde se expresa 

que, de acuerdo a las normas internacionales, el Estado parte que tenga sospechas de que una 

nave que, haciendo uso de la libertad de navegación con arreglo al derecho Internacional 

(UNCLOS 82), está siendo utilizada para el tráfico ilícito, podrá solicitar autorización para 

actuar contra esa nave. Este extremo se ha visto en lo referente a la autorización en los Autos 

de Abordaje, para la necesidad de esta autorización y que se adecue a Derecho el operativo 

marítimo. Además en opinión del Autor de este trabajo parece incompresible que un Estado 

pueda actuar contra este tipo de actos ilícitos de acuerdo a los Convenios Internacionales. Le 

proponen que adopte las medidas para declararse competente para el conocimiento de ellos y 

por contra no deba ser conocedor de los mismos según su ordenamiento jurídico interno y 

deba decretar el sobreseimiento96 de las actuaciones y la puesta en libertad de los detenidos. 

En el presente Auto el Ministerio Fiscal alega a la necesaria cooperación entre estados para 

prevenir este tipo de ilícitos como recoge el Convenio de Viena y que según el Juez Bermúdez 

[...] no se refiere a la competencia de los Tribunales españoles para el conocimiento de tales 

hechos [...] y por tanto no es fundamento de jurisdicción para los tribunales Españoles. 

Además también resulta incomprensible, en mi opinión, que a sabiendas de que la conducta 

ilegal expuesta sí que está tipificada como delito internacional por otros Estados parte del 

Convenio, y por tanto, son competentes para conocer y juzgar, ¿cómo no se traslada el caso a 

este Estado parte? o se produce en el marco de cooperación internacional, expuesta por la 

Convención que veremos, y que se pueda juzgar a los presuntos delincuentes sea en el Estado 

que sea antes de dejarlos en libertad. 

Estos interrogantes han quedado en el aire y en la mente de muchas personas por el eco que 

se han hecho de esto los medios de comunicación y por la oposición expuesta por parte del 

Ministerio Fiscal ante los autos de puesta en libertad de los detenidos que se han sucedido 

durante el 2014. Este Ministerio Público destaca para ello la contradicción existente en los 

apartados d) e i) del artículo 23.4 de la nueva normativa y que ha provocado un agujero en la 

                                                           
96  Acto por el cual un juzgado de instrucción, basándose en un motivo de derecho o en una insuficiencia de las 
pruebas, declara que no hay lugar a proseguir el procedimiento, es decir, a hacer que comparezca el inculpado ante 
una jurisdicción judicial. 
 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/juzgado/juzgado.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/instrucci%C3%B3n/instrucci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/de-derecho/de-derecho.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/prueba/prueba.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/procedimiento/procedimiento.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/inculpado/inculpado.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/jurisdicci%C3%B3n-judicial/jurisdicci%C3%B3n-judicial.htm
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lucha contra el narcotráfico internacional97. Los fiscales expresan que, ante dos normas 

aparentemente contradictorias que tienen por objeto el tráfico de drogas, esta controversia 

debe resolverse por el principio de especialidad98. Ambas normas coinciden en el objeto: 

drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas. En el espacio de comisión, en 

general: fuera del territorio nacional. Por tanto como el apartado d) establece una concreción 

o especificación: "los espacios marinos"; esta se convierte en norma especial prevaleciendo así 

el primero de los apartados, el d), que recoge que los tribunales Españoles si son competentes. 

Por ello han surgido las quejas suscitas en el Ministerio Fiscal y concretamente en  las 

apelaciones efectuadas a las resoluciones de la Audiencia Nacional y en especial al recurso de 

casación99 formulado ante el Tribunal Supremo por ..."infracción de la Ley al amparo del art. 

849.1 de la LECrim., por inaplicación de los art, 23.4 apartados d) e i) de la LOPJ y de los 

artículos 4 y 17 de la Convención de Naciones Unidas contra la droga de 1988 y en relación de 

los artículos 358, 370 y concordantes del Código Penal ". 

El Tribunal Supremo, después de estudiar el caso y la apelación efectuada por el ministerio 

fiscal, falla y declara Haber Lugar al recurso de casación impuesto por este Ministerio Público, 

mediante la Sentencia (STS) NⱤ: 592/2014  de fecha 24 de Julio de 2014, por infracción a la ley, 

contra el Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de fecha de 13 de 

mayo de 2014100, declarando "Competente a la Jurisdicción Española y procediendo la 

continuación de la causa (contra ocho ciudadanos Sirios acusados de transportar 12 Toneladas 

de hachís a bordo del buque Mayak) por los trámites que sean procedentes." Este fallo del 

Tribunal Supremo da la razón a muchas personas y entre ellas al autor de este trabajo en 

pensar que el Estado Español no solo es competente para actuar en aguas internacionales para 

reprimir el tráfico de drogas o sustancias estupefacientes por vía marítima, dentro de los 

límites legales establecidos internacionalmente, como también es competente de conocer de 

estos hechos y por tanto de juzgarlos en los tribunales correspondientes. El Tribunal Supremo 

afirma en su sentencia que la nueva reforma de la justicia universal se ha llevado a cabo de 

"manera confusa".  En cuanto a la manera de interpretar la nueva normativa (art. 23.4 LOPJ), 

el citado Tribunal atribuye una triple atribución de jurisdicción universal: 

d) los delitos cometidos en los espacios marítimos cuando un tratado internacional o 

un acto normativo de una organización internacional permita atribuir a España su 

competencia para tal represión punitiva (como sucede con la Convención de Viena del 

88). 

                                                           
97  Ver a este respecto las declaraciones expresadas en el diario el ideal.es en su edición de Almería del día 
02/05/2014.  
 
98   Principio de especialidad normativa "lex specialis derogat legi generali" es considerado como criterio tradicional 
de solución de antinomias o contradicciones normativas que producen consecuencias jurídicas diferentes y en 
donde la norma especial prima sobre la general. 
 
99  El recurso de casación es un recurso extraordinario que tiene por objeto anular una sentencia judicial que 
contiene una incorrecta interpretación o aplicación de la Ley o que ha sido dictada en un procedimiento que no ha 
cumplido las solemnidades legales. Es decir por un error "in iudicando" o bien error "in procedendo" 
respectivamente. Su fallo le corresponde a la corte Nacional de justicia y, habitualmente al de mayor jerarquía, 
como el Tribunal Supremo.  
 
100   Este Auto desestimaba el recurso de apelación impuesto por el Ministerio Fiscal contra el Auto de 11 de abril 
de 2014 del Juez Bermúdez y repasado anteriormente. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Recurso_procesal
http://es.wikipedia.org/wiki/Sentencia_judicial
http://es.wikipedia.org/wiki/Ley
http://es.wikipedia.org/wiki/Procedimiento_judicial
http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Supremo
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i) los delitos cometidos fuera de nuestro espacio territorial de soberanía, pero 

excluidos también de los espacios marinos, cuando la comisión de un delito de tráfico 

de sustancias estupefacientes pueda ser imputado a un español...o a un grupo u 

organización criminal con miras a su comisión en territorio español (referido tanto al 

espacio aéreo como en otro espacio territorial nacional). 

p) cualquier delito cuya persecución nos imponga con carácter obligatorio un tratado 

vigente en España u otros actos normativos de una organización internacional de la 

que España sea miembro, en los supuestos y condiciones que se determine en los 

mismos. 

El Tribunal Supremo expresa que el legislador en esta reforma...utiliza dos apartados para 

tratar específicamente de los delitos de tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 

psicotrópicas, y un tercer apartado referido a los delitos cuya atribución jurisdiccional venga 

impuesta por un tratado internacional... Por tanto establece que no comparte la interpretación 

que hace La Audiencia Nacional (en concreto el Auto de su Sala de lo  Penal recurrido por el 

Ministerio Fiscal) y mantiene que [...]los preceptos de las letras d) e i) son normas 

complementarias que dan lugar a un único criterio de reconocimiento de jurisdicción...la letra 

d) se aplicará de manera específica cuando se trate de conductas llevadas a cabo en los 

<<espacios marinos>> (aguas internacionales), mientras que si no ocurre tal circunstancia 

espacial será de aplicación la letra i)[...] 

Por tanto el Tribunal Supremo mediante su Sentencia NⱤ: 592/2014, establece que: ante un 

problema de atribución de jurisdicción, cuando se trate de un abordaje en aguas 

internacionales ante la presunta comisión de un delito de tráfico ilegal de drogas tóxicas, 

estupefacientes o sustancias psicotrópicas, ha de ser aplicada la letra d) del artículo 23.4 de la 

LOPJ. Este apartado igualmente conecta la jurisdicción a los tratados internacionales(...en los 

supuestos previstos en los tratados ratificados por España o en actos normativos de una 

Organización Internacional de la que España sea parte...) y en concreto, para el tráfico de 

drogas, a la Convención de Viena de 1988 que estudiaremos a continuación. 

Igualmente, el Tribunal Supremo en la misma fecha de del 24 de Julio, al igual que en la otra 

sentencia, falla de la misma manera, con número de sentencia STS 593/2014, ante el recurso 

de casación NⱤ 10435/2014 presentado por la Fiscalía. Este hecho es debido al proceso que se 

incoa en la Audiencia Nacional como consecuencia del abordaje el 31 de Mayo de 2013 de un 

barco sin nombre ni pabellón, en aguas internacionales, a 63 millas al Sur del Faro de 

Calaburras (costas de Málaga). Como resultado de esta operación marítima contra el 

narcotráfico en alta mar se produjo la intervención de 16 Toneladas de hachís y la detención 

de sus catorce tripulantes de nacionalidad egipcia. Como resultado de ello la Audiencia vuelve 

a dictar Auto núm. 21/2014 declarando "el sobreseimiento y archivo definitivo a la presente 

causa por falta jurisdicción sobrevenida, con alzamiento de cuantas medidas cautelares 

existieron contra los referidos encausados que constan en los antecedentes." Es por este fallo 

del Pleno de la sala de lo Penal de la Audiencia Nacional por el que el Ministerio Fiscal presenta 

el recurso de casación. El pronunciamiento que realiza el Tribunal Supremo ante este Recurso 

de Casación contiene idéntica respuesta que el anteriormente visto. Por tanto, cuando se trate 

de abordajes en alta mar por conductas tipificadas como delitos de tráfico ilegal de drogas 
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tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas se aplicará la letra d) del artículo 23.4 de la 

Ley Orgánica 1/2014 de 13 de Marzo, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de Julio, 

del Poder Judicial, relativa a la justicia universal.  

Mediante la aplicación de esta apartado, el Estado español posee la obligación legal de 

perseguir este tipo de delitos cometidos en aguas internacionales, al reconocerse en él como 

los cometidos en espacios marinos. Por tanto posee plena jurisdicción en estos espacios por 

delitos de piratería, terrorismo, tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 

psicotrópicas, trata de seres humanos, contra los derechos de los ciudadanos extranjeros y 

delitos contra la seguridad de la navegación marítima. Se difiere de la letra i) del mismo 

apartado que esta letra refleja los delitos que se cometan en cualquier otro contexto de 

territorialidad que no sea el marino, asuntos que ya se encuentran fuera del sentido de este 

trabajo. Las dos sentencias emitidas por el Tribunal Supremo, sientan por tanto Jurisprudencia 

debiendo interpretarse de esta manera la ley en cualquier tribunal en casos posteriores de 

igual índole.  

Esta obligación legal y plena jurisdicción del Estado Español de perseguir esta serie de delitos 

en aguas internacionales, así como de enjuiciar a los presuntos responsables viene dada, como 

nos muestra claramente la letra d), en virtud de los supuestos previstos en los tratados 

ratificados por España o en actos normativos de una Organización Internacional de la que 

España sea parte. De entre estos convenios o tratados Internacionales está en primer lugar la 

Convención de naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (CNUDMAR 82) y cuyos extremos 

hemos examinado en el primer capítulo. También se encuentran los acuerdo multilaterales y 

bilaterales, de carácter internacional, en materia de persecución del tráfico de drogas, en 

especial por vía marítima, y que trataremos a continuación, siendo el más importante de todos 

ellos la Convención de las Naciones Unidas de 1988 contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Psicotrópicas.  
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2.2 CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE 
ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS 
 

Esta Convención de las Naciones Unidas fue firmada en la ciudad de Viena el 20 de Diciembre 

de 1988, con el objeto de ser un instrumento completo, eficaz y operativo, específicamente 

dirigido contra el tráfico ilícito en la esfera de los estupefacientes y sustancias psicotrópicas. 

Particularmente, entre las partes firmantes, acuerdan mejorar la cooperación internacional 

para la supresión de este tráfico ilícito por mar y reconociendo que, la erradicación del tráfico 

ilícito es responsabilidad colectiva de todos los Estados y que, a ese fin, es necesaria una 

acción coordinada en el marco de la cooperación internacional.   

Esta Convención fue firmada por el Plenipotenciario de España, nombrado al efecto,  el mismo 

día 20 de Diciembre en la ciudad de Nueva York, y ratificada el 30 de Julio de 1990, publicada 

en el B.O.E. núm. 270 de 10 de Noviembre de 1990. 

En ella han participado numerosos Estados, ver Tabla 4, entre los que se encuentran los 

mayores países productores y de tránsito de drogas tóxicas101,donde la  cooperación 

internacional, para poner freno a las prácticas ilícitas que se vienen exponiendo en este 

trabajo, es aun más necesaria. Igualmente existen numerosos países que no poseen medios 

internos suficientes para actuar de manera represiva contra buques de su pabellón por posible 

sospechas de que puedan utilizarse como medios de transporte de estas sustancias, siendo en 

este caso la cooperación internacional estrictamente necesaria para poner freno a tales 

prácticas. 

Esta convención inició su andadura con la Convención única de 1961 sobre Estupefacientes102, 

en la que estuvieron representados en la conferencia numerosos Estados, entre ellos España. 

Esta convención fue enmendada posteriormente por su Protocolo de 1972 de modificación de 

la Convención Única de 1961. Además de la Convención de Sustancias Psicotrópicas, también 

de Naciones Unidas, de 1971. El trabajo previo realizado en estas Convenciones fue lo que 

abrió el camino a la Convención de Viena del 88. 

El alcance de esta Convención viene reflejado en su artículo 2, que expresa, como principal 

propósito, la cooperación entre las partes firmantes del mismo para que se pueda hacer 

frente, con mayor eficacia, al tráfico ilícito de estupefacientes que posea una dimensión 

internacional como es el caso del transporte marítimo de este tipo de sustancias por alta mar. 

                                                           
101  Ver en referencia la lista publicada el 15 de Septiembre de 2014 del Secretario de Estado de los EUA sobre los 
mayores productores de drogas y principales países de tránsito de estupefacientes, conocida como "blacklist" 
donde figuran 22 naciones, en su mayoría de América Latina y el Caribe.  
 
102   Expresado en el trabajo de LIROLA DELGADO , M. I. sobre la Represión del Tráfico Ilícito de Drogas en Alta Mar. 
Cooperación Internacional y Práctica Estatal; op.cit. 
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Las partes que hayan firmado la Convención (contrayendo así obligaciones en virtud de la 

presente Convención) deberán adoptar las medidas necesarias comprendidas en su orden 

legislativo y administrativo, para que lo dispuesto en esta Convención sea conforme a sus 

respectivos ordenamientos jurídicos internos. Este aspecto viene a colación de lo comentado 

sobre la justicia universal, que como hemos visto, es el instrumento jurídico interno que 

adapta nuestra legislación de la Convención. Igualmente las partes cumplirán sus obligaciones 

derivadas del Convenio. 

En el artículo 3 de la Convención se expresa la obligatoriedad de incluir en los ordenamientos 

jurídicos de los estados la tipificación de los delitos que se expresan cuando se cometan 

internacionalmente y entre ellos especialmente aquellas conductas  vinculadas al tráfico de 

drogas "[...]la distribución, la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje103, el 

envío, el envío en tránsito, el transporte, la importación o la exportación de cualquier 

estupefaciente o sustancia sicotrópica en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en 

la Convención de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971". Esta  parte del 

Convenio deja claramente expuesto de manera explícita la total competencia de España como 

estado firmante del convenio para actuar en situaciones derivadas del tráfico internacional de 

drogas tóxicas y sustancias estupefacientes, y de tipificarlo en su ordenamiento jurídico 

interno como así se ha hecho y aclarado mediante las Sentencias del Supremo comentadas 

anteriormente. 

El artículo 4 va más allá en el tema de expresar la competencia de cada Estado, aclarando que, 

cada una de las partes adoptará las medidas que sean necesarias para declararse competente 

respecto de los delitos que haya tipificado con arreglo a este convenio. En especial, en el caso 

que ocupa a ese trabajo, cuando el delito (de tráfico de drogas) se cometa a bordo de una nave 

para cuya incautación dicha Parte haya recibido previamente autorización104 con arreglo a lo 

previsto en el artículo 17 de este Convenio, siempre que esa competencia se ejerza 

únicamente sobre la base de los acuerdos o arreglos a que se hace referencia en los párrafos 4 

y 9 de dicho artículo. Este aspecto aclara sin lugar a dudas la competencia por parte de un 

estado parte, y en nuestro caso España, de proceder a intervenir en una nave de un pabellón 

diferente al nuestro.  De lo contrario ya no sería necesario la pertinente autorización, como se 

ha visto al estudiar estos aspectos marítimos dentro del Derecho Marítimo y en concreto la 

CNUDMAR 82, ya que cada estado tiene plena jurisdicción sobre un buque de su pabellón 

dentro de los límites vistos de la inviolabilidad del domicilio. Igualmente si el buque se 

encuentra en las aguas donde el Estado ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, 

no es a lugar la pertinente autorización, ya que posee plena jurisdicción para actuar ante la 

sospecha de este tipo de ilícitos cualquiera que sea el pabellón de la nave o buque. 

                                                           
103    Comisión que perciben los corredores de las sustancias sobre las operaciones que realizan. 
 
104   La autorización que aquí se expresa es la reflejada en el capítulo anterior como el Auto de abordaje emitido 
por un juez y tras el consentimiento del Estado del pabellón con los extremos que este determine. 
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Tabla 4-Estados  participantes de la Convención de las 
Naciones Unidas de 1988 contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Fuente 

Cancillería de Colombia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


























































































































































































